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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Dictámenes correspondientes a la Décima Quinta Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

22 de Octubre del año 2015.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:


A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, referente a un escrito presentado por el Lic. Homero Ramos Gloria, Procurador General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita se dé inicio al trámite de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, respecto al C. José Arcadio González Peña, quien ocupa el cargo de Regidor del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza; por el delito de robo agravado de cobre y especialmente agravante por cometerse por tres o más personas, acompañando para tal efecto la carpeta de investigación correspondiente. 

B.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, con relación a oficio del Secretario del Ayuntamiento de Piedras Negras, mediante el cual envía una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se crea la Ley de la Dirección de Pensiones del Municipio de Piedras Negras, Frontera Fuerte, con objeto de que se someta a consideración del Pleno del Congreso.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una propuesta de Iniciativa para reformar el Artículo 21 de la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en materia de trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, planteada por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.
D.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 399-Bis, del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Antonio Nerio Maltos y la Diputada Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

E.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Deporte y Juventud, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifica el nombre del capítulo VI del Título V, y se adicionan los Artículos 76 Bis 1 y 76 Bis 2 de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma y adiciona el Artículo 96 Bis, y se adiciona el inciso d) al Artículo 156 de la Ley Estatal de Salud, planteada por las Diputadas Georgina Cano Torralva y Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional.
G.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 119 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, así como el Artículo 255 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila.

H.- Dictamen presentado por la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila. 


I.- Dictamen presentado por la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, en materia de regulación y organización interna del Congreso del Estado de Coahuila, presentada por el Diputado Luis Gurza Jaidar, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional. 


J.- Dictamen presentado por la Comisión de Hacienda, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Castaños, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita una reforma a la Ley de Ingresos del Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza para el ejercicio fiscal 2015, la cual se autorizo con Decreto 702 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 26 de diciembre de 2014.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Estado de Coahuila de Zaragoza, referente a un escrito presentado por el Lic. Homero Ramos Gloria, Procurador General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita se dé inicio al trámite de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, respecto al C. José Arcadio González Peña, quien tiene el cargo de Regidor del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, por el delito de robo agravado de cobre y especialmente agravante por cometerse por tres o más personas, acompañando para tal efecto la carpeta de investigación correspondiente; y, 

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de octubre del presente año,se informó sobre la recepción de un oficio por el Lic. Homero Ramos Gloria, Procurador General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita que se dé inicio al procedimiento de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, respecto al C. José Arcadio González Peña, quien tiene el cargo de Regidor del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, por el delito de robo agravado de cobre y especialmente agravante por cometerse por tres o más personas,previsto y sancionado por los Artículos 410, 411, 414, fracción X, y 415, fracción V del Código penal Vigente en el Estado, acompañando para tal efecto la carpeta de investigación correspondiente;
SEGUNDO. Que en la referida sesión del Pleno del Congreso, atendiendo a lo dispuesto en el Artículo 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado, la Presidencia de la Mesa Directiva dispuso que el mencionado oficio del Procurador General de Justicia del Estado y la carpeta de investigación que se anexó al mismo, se turnaran a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

TERCERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado el 20 de octubre de 2015, se informó al Pleno del Congreso sobre la ratificación del requerimiento presentado por el Procurador General de Justicia del Estado, disponiéndose por la Presidencia de la Mesa Directiva que el documento de ratificación, se turnara a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia,  para los efectos legales correspondientes.

CUARTO.Que en cumplimiento de lo dispuesto por la Presidencia de la Mesa Directiva, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia los oficios y la carpeta de investigación que se mencionan en los anteriores resultandos, para los efectos de lo que también se establece en el citado Artículo 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 88 y 90, fracción XXIII, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado y en el Artículo 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado.
SEGUNDO. La solicitud de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal,  formulada por el C. Lic. Homero Ramos Gloria, Procurador General de Justicia del Estado, para solicitar que se dé inicio al trámite de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal,respecto al C. José Arcadio González Peña, Regidor del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, por el delitoque se ha señalado en el apartado de resultandos y que más adelante será reiterado, se basa en los hechos siguientes: 

LICENCIADO HOMERO RAMOS GLORIA, Procurador General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 113, 115 y 165 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, 11 fracción I, X, XI, LIII y LXII de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, y 8 del Reglamento de la citada ley, 29, 30, 31, 32 y 33 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, me permito comparecer ante el H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza a fin de solicitar se dé inicio al trámite de la Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal de JOSE ARCADIO GONZALEZ PEÑA, quien tiene el cargo de REGIDOR EN EL MUNICIPIO DE ARTEAGA, COAHUILA, por el Delito de Robo Agravado de Cobre y especialmente agravante por cometerse por tres (3) o más personas, previsto y sancionado por los artículos 410, 411, 414 fracción X y 415 fracción V del Código Penal Vigente en el Estado; en agravio de la empresa denominada TELEFONOS DE MÉXICO, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable. 

Lo anterior, toda vez que con fecha 6 de octubre del año en curso, el referido Regidor fue puesto a disposición de la representación social por elementos de la Policía Preventiva Municipal de Arteaga, Coahuila, ya que se decretó su detención por flagrancia, al existir datos de su participación en los delitos que se precisan en el párrafo anterior iniciándose la Carpeta de Investigación 0264/ART/UIART/2015. Los hechos constitutivos de delito, se realizaron en las Calles de Hidalgo y Alameda frente al domicilio marcado con el número 422 en la Zona centro de la Ciudad de Arteaga, y en donde JOSE ARCADIO GONZALEZ PEÑA, intervino ejecutando un hecho delictivo en perjuicio de la empresa de referencia: sin embargo por ostentar el cargo de REGIDOR debe iniciarse el trámite de la declaración de procedencia que corresponde a fin de cumplir con el requisito de procedibilidad como presupuesto de la acción penal. 

No omito mencionar que el pasado 8 de octubre de la presente anualidad, la Juez de Primera instancia en Materia Penal del Sistema Acusatorio y Oral, del Distrito Judicial de Saltillo, decretó de legal, la detención de SALVADOR GONZALEZ PEÑA, REYES GUADALUPE SANCHEZ HERNANDEZ, OSBALDO MANCILLAS DÁVILA Y CLAUDIA MARIBEL ARRIAGA REYES, dentro de la Causa Penal 00148/CA/2015-PJ-COA-002; no obstante por lo que corresponde a JOSE ARCADIO GONZALEZ PEÑA, es necesario el trámite de la declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal a fin de estar en posibilidades de proceder conforme a derecho, por lo que solicito se tenga a bien iniciar ante esta Legislatura el procedimiento en cuestión, en términos de las facultades que le confiere el artículo 67 fracción XXIX de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Se anexa copia de la Carpeta de Investigación 0264/ART/UIART/2015.

TERCERO.- Esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, estima pertinente dejar asentado que un servidor público incurre en responsabilidad penal cuando en el ejercicio de su encargo, realiza una conducta tipificada por la ley como delito.
Ahora bien, el Congreso del Estado es competente para resolver sobre la “Declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal” para el efecto de que se pueda proceder penalmente contra determinados servidores públicos.

Establecido lo anterior, esta Comisión se aboca en los términos de los Artículos 30, 31 y 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila,  al análisis de los hechos aducidos  en la carpeta de investigación que se acompañó al requerimiento formulado por el Procurador General de justicia del Estado, para que se inicie el procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal respecto al C. Regidor del Ayuntamiento del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, C. José Arcadio González Peña, a fin de determinar, conforme a las disposiciones en cita, si el mencionado Regidor está incluido entre los servidores públicos a que se refieren los artículos 165 de la Constitución Política del Estado y 31 de la multicitada ley; si su conducta se encuentra comprendida dentro de los supuestos a que dichos artículos se refieren; ysi es procedente dictaminarque se inicie el procedimiento de “Declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal”.

Así las cosas, En los Artículos 165 de la Constitución Política del Estado y 31 de la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, se precisan los servidores públicos respecto de los cuales es necesario que exista previa declaración de procedencia por parte del Congreso del Estado, para que se pueda proceder penalmente contra ellos, en los siguientes términos:
Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso​-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los concejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.”

ARTICULO 31.- Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los Diputados del Congreso Local; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los Magistrados del Tribunal Electoral; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los Concejos Municipales; los consejeros electorales propietarios del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.”
Precisado lo anterior, y toda vez que conforme a las disposiciones invocadas, el C. José Arcadio González Peña, quien se desempeña como Regidor del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza,puede ser sujeto de responsabilidad penal por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, previa declaración de procedencia, por lo que, es el caso de examinar los hechos aducidos en la carpeta de investigación que se acompaña al requerimiento del Procurador General de Justicia del Estado,el cual se ratificó en tiempo y forma.

Ahora bien, se consigna en la carpeta de investigación que se acompaña al requerimiento del Procurador General de Justicia del Estado, que con relación al C. José Arcadio González Peña, quien se desempeña como Regidor del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, se ejercitó acción penal el día 8 de octubre del presente año ante la Juez de Primera Instancia en Materia Penal del Sistema Acusatorio y Oral del Distrito Judicial de Saltillo, por los delitos de robo agravado de cobre y especialmente agravado por cometerse por tres o más personas, previstos y sancionados por los artículos 410, 411, 414 fracción X y 415 fracción V del Código Penal vigente en el Estado, cometido en agravio de la empresa denominada Teléfonos de México, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable, toda vez que con fecha 6 de octubre del año en curso, el mencionado C. José Arcadio González Peña, fue puesto a disposición del Ministerio Público por elementos de la Policía Municipal de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, ya que se decretó su detención por flagrancia al existir los datos de su participación en los delitos que se precisan en estepárrafo y se le inició la carpeta de investigación 0264-ART-UIART-2015, por la realización de hechos constitutivos de los delitos ya mencionados.

Al requerimiento del Procurador General de Justicia del Estado, se acompaña la carpeta de investigación 0264-ART-UIART-2015, la cual contiene entre otros documentos, el oficio mediante el cual se puso a disposición ante el Agente del Ministerio Publico de la Unidad Investigadora del Fuero Común del Municipio de Arteaga, por parte del Comandante de la Policía Municipal de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, Orlando Luna Cerda, así como el informe policial homologado; las Actas de Cadena y Eslabones de Custodia de Evidencias; el Acta de Lectura de Derechos; el Acta de Identificación o Individualización del Indiciado; y el dictamen médico de integridad física y toxicológica del C. José Arcadio González Peña.

Asimismo, se anexa un Acta que conforme al Artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con relación a los Artículos 113 y 146 y demás relativosdel Código Nacional de Procedimientos Penales, en la cual se asienta que se examinaron las circunstancias y condiciones en que se llevó a cabo la detención del mencionado Regidor, y de acuerdo al contenido de los elementos que obran en la Carpeta de Investigación y de las actuaciones que se acompañan en el informe policiaco de los agentes que hicieron la detención, se advierte que el propio Regidor José Arcadio González Peña, conjuntamente con Salvador González Peña, Reyes Guadalupe Sánchez Hernández, Jesús Sánchez Luna, Claudia Maribel Arriaga Reyes y Osvaldo Mancillas Dávila, fueron detenidos en flagrancia, bajo el supuesto de que inmediatamente después de cometido el delito se realizaron actos materiales ininterrumpidos para la detención hasta lograrla, precisándose que fueron detenidos por elementos de la Policía Municipal al momento de realizar su servicio de prevención y vigilancia, quienes señalan que siendo aproximadamente las 00:42 horas del día 6 de octubre, al arribar al cruce de las calles Miguel Hidalgo y Calle Alameda, en la Zona Centro de Arteaga para atender un reporte, se percataron que en el lugar se encontraban seis personas con un vehículo tipo camioneta de caja seca de color blanca de marca Nissan Estaquitas con placas de circulación EX96-888 del Estado, estacionada realizando maniobras de extracción de cableado en los registros de la empresa de Teléfonos de México (TELMEX), y, al verificar la situación, notaron que en la parte de atrás del vehículo se encontraban tres de las personas mencionadas del sexo masculino con parte de un rollo de cable en su poder, y ayudando a otra que se encontraba en el interior del registro de cables de conducto de la empresa TELMEX que se encuentra en la banqueta del lado norte realizando maniobras con un cordón tipo cableado el cual extraía de dicho registro, siendo que uno de los tres sujetos que se encontraban atrás de la camioneta, estaba amarrado el extremo de una cuerda en la defensa trasera del lado derecho de la camioneta, la cual se encontraba amarrada en el cableado extraído, así mismo en el interior de dicho vehículo se encontraba una persona del sexo femenino en el asiento del copiloto y otra persona del sexo masculino se encontraba en el asiento del conductor, mismo que al notar nuestra presencia, dos de las personas que se encontraban atrás de la camioneta, las cuales tenían parte del cableado enrollado en su poder, emprendiendo huida a pie en dirección hacia el poniente de la Calle Hidalgo, donde abordaron un vehículo de color rojo de la línea Tsuru de la marca Nissan, sin placas de circulación y el cual se encontraba en la esquina de la intersección con la Calle Alameda, por lo que, de forma material e ininterrumpida, los oficiales Cristian Samuel Gaytán Martínez y Pedro García Olarte iniciaron la persecución en pie a tierra de dichos sujetos, sin perderlos de vista, y una vez que se subieron al vehículo de la línea Tsuru, se les dio alcance para su detención, al tiempo de que el oficial Luis Alberto Reyes Gutiérrez y Juan Luis Arriazola Araiza procedieron a la detención de las personas que se encontraban realizando amarres de la cuerda en la defensa trasera de la camioneta así como del sujeto que se encontraba en el interior de registro, realizándose consecutivamente la detención de las personas que se encontraban en el interior de la camioneta, a las cuales se les hizo saber sus derechos siendo la hora de la detención, las 00:50 horas del día 6 de octubre del 2015, procediendo de igual manera a realizar la identificación e individualización de las personas detenidas, siendo estas José Arcadio González Peña, de 40 años de edad, con domicilio en la calle Éxodo Lote 1 Manzana 26 de la Colonia Estrella de David, en Arteaga, Coahuila de Zaragoza, siendo uno de los sujetos que se encontraban atrás de la camioneta referida, vigilando y tomando el rollo de cableado extraído del registro referido, entre otros sujetos identificados como Salvador González Peña, Reyes Guadalupe Sánchez Hernández, Jesús Sánchez Luna, Claudia Maribel Arriaga Reyes y Osvaldo Mancillas Dávila, una vez detenidas estas personas, fueron trasladadas a las celdas de las instalaciones de la Policía Municipal a fin de ponerlas a disposición del Ministerio Público, y encontrándose debidamente ratificado el parte de policía, el Ministerio Público decretó el aseguramiento de objetos y les hizo saber que existía una investigación en su contra por hechos que revisten el carácter de DELITO DE ROBO CON MODALIDAD AGRAVANTE POR RECAER EN COBRE Y ESPECIALMENTE AGRVANTE POR RECAER EN TRES O MÁS PERSONAS, previsto y sancionado por los Artículos 410, 411, 414 fracción X y 415 fracción V del Código Penal vigente del Estado de Coahuila.

Así las cosas, como señala el Art. 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, que señala textualmente lo siguiente: Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Fiscal General del Estado y los fiscales especializados; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

El detenido de nombre José Arcadio González Peña, quien se desempeña como Regidor del Ayuntamiento del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, se encuentra en el supuesto que señala el Artículo 165 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, y el Artículo 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila.

Asimismo, conforme a lo dispuesto en el Artículo 32 de la propia Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, a la Comisión de Gobernación. Puntos Constitucionales y Justicia, Le corresponde dictaminar la procedencia del requerimiento presentado sobre este caso por el Procurador General de Justicia del Estado y si el caso amerita la incoación del procedimiento correspondiente. 

Conforme a la información contenida en la Carpeta de Investigación 0264/ART/UIART/2015,se concluye que existen elementos claros y suficientes sobre la conducta que se atribuye por el Ministerio Público al C. C. José Arcadio González Peña,Regidor del Ayuntamiento del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, por lo que se considera procedente la incoación del procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal. 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo establecido en el Artículo 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, somete a la consideración del Pleno de esta LX Legislatura,discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente:

DICTAMEN

PRIMERO.-Por todas y cada una de las razones expuestas en el considerando tercero de este Dictamen, esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, estima procedente incoar el procedimiento de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal,respecto del C. Regidor del Ayuntamiento del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, José Arcadio González Peña,por las conductas que se le atribuyen por el Ministerio Público, que pueden ser constitutivas de delito, y toda vez que se ha cumplidocon lo previsto por los Artículos 30, 31y 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila.

SEGUNDO.-De conformidad con lo dispuesto por el Artículo 14 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y justicia, acuerda que los documentos presentados por el C. Licenciado Homero Ramos Gloria, Procurador General de Justicia del Estado, para solicitar se dé inicio al Juicio de Declaración de Procedencia en Materia Penal, respecto del C. Regidor del Ayuntamiento de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, José Arcadio González Peña, sean turnados a la Comisión Instructora de Juicio Político y Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal de esta Sexagésima Legislatura, para los efectos legales correspondientes.

TERCERO.- Comuníquese el presente dictamen en forma oficial al C. Procurador General de Justicia del Estado, Lic. Homero Ramos Gloria, en el domicilio oficial para los efectos legales correspondientes.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 21 de octubre de 2015.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a laIniciativa de decreto por el que se crea la Ley de la Dirección de Pensiones de Piedras Negras, Frontera Fuerte, suscrita por el Secretario del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, el C. Lic. José Hermelo Castillón Martínez; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 del mes de octubre del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social,Iniciativa de decreto por el que se crea la Ley de la Dirección de Pensiones de Piedras Negras,Frontera Fuerte, suscrita por el Secretario del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, el C. Lic. José Hermelo Castillón Martínez; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 105, 116  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que laIniciativa de decreto por el que se crea la Ley de la Dirección de Pensiones de Piedras Negras,Frontera Fuerte, suscrita por el Secretario del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, el C. Lic. José Hermelo Castillón Martínez, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Sin duda alguna, el derecho humano a la seguridad social, constituye uno de los elementos fundamentales para el bienestar familiar y colectivo.

El Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece desde 1999, como una de las obligaciones de los ayuntamientos, la de asegurar el régimen de seguridad social de los servidores públicos, empleados y trabajadores municipales, sin embargo, la falta de regulación en la materia ha provocado que se hayan desarrollado, esquemas de seguridad y previsión social, sin las bases técnicas necesarias para darles viabilidad financiera, lo que se traduce en importantes desequilibrios presupuestales y provoca gran incertidumbre a los trabajadores al servicio de los municipios del estado y a sus familias. 

Actualmente, solo los municipios de Saltillo y Torreón, cuentan con un sistema de pensiones formal, estructurado bajo el esquema de organismo público descentralizado de la administración municipal, mientras que, los municipios restantes no cuentan con un sistema propio de pensiones, ni tampoco con un fondo o fideicomiso para el pago de las prestaciones, por lo que pagan éstas a su personal retirando recursos del propio gasto corriente.
Al cierre del año de 2012, los 38 municipios contaban con 19,830 trabajadores en activo y 1,903 pensionados, el costo de la nómina anual de empleados era de 1,781.8 millones de pesos, mientras que el costo de nómina anual de jubilados de a 98.3 millones de pesos.
Por lo que hace al municipio de Piedras Negras, al 31 de Diciembre de 2012 contaba con 679 empleados en activo lo que representaba un gasto mensual de 6’142,921.98 pesos y con 173 jubilados, lo que se traducía en 730,420.80 pesos mensuales que se pagaban del gasto corriente.

De continuar con erogaciones que a la fecha representan el 18.09% de la nómina del personal activo, las proyecciones muestran que para el año 2025 el porcentaje podría crecer hasta el 30.95%, hasta estabilizarse cerca del 60% en el largo plazo lo que se traduciría en una merma a la inversión pública y a la calidad de los servicios públicos.

Para dar respuesta a esta problemática, evitar la descapitalización de los municipios y asegurar la protección de sus trabajadores y sus familias, el Gobernador Constitucional del Estado presentó al  Congreso del Estado la iniciativa de ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, misma que tiene como objeto, establecer los criterios generales que regirán la implementación, la operación, el seguimiento y la evaluación de los sistemas de pensiones de los municipios del estado.
La iniciativa, que se volvió ley vigente el 4 de octubre de 2014, fija la obligación de los municipios de garantizar a sus trabajadores seguridad social mediante la emisión de una ley en donde se cree un organismo público descentralizado para tal efecto o mediante la celebración de convenio con el IMSS o el ISSSTE.

El Ayuntamiento de Piedras Negras preocupado por la problemática expuesta y en atención a lo dispuesto en la citada Ley,a principios de 2015 inició un estudio actuarial que permitiera definir el mejor sistema de pensiones y esquema de beneficios sociales para el municipio. De él se desprende que la formalización de un sistema en los términos de la fracción I del artículo 19 de la ley para la implementación de los sistemas pensionarios bajo el esquema de beneficio definido, permitiría al municipio ahorrar el próximo año 3.2 millones de pesos, ahorro que se estima será de 12.7 millones de pesos para el año de 2025.

En este contexto es que nace la iniciativa que hoy presentamos ante este Honorable Congreso, la cual fue aprobada en sesión de cabildo, misma que sigue los lineamientos mínimos y máximos que mandata la Ley, hecho del cual se informó previamente al Consejo de Coordinación y Seguimiento para la Implementación de los Sistemas de Pensiones en los Municipios del Estado.

Así la iniciativa que se presenta se compone de 83 artículos ordenados en trece capítulos mismos que se describen a continuación.

Capítulo I:

Establece la creación de un Organismo Público descentralizado de la administración pública municipal denominado “Dirección de Pensiones de Piedras Negras,Frontera Fuerte”. El cual tendrá por objeto la prestación de beneficios sociales a los trabajadores del ayuntamiento, de los organismos descentralizados y desconcentrados del municipio, y a los pensionados y beneficiarios de los mismos. 

Así mismo, se establece el catálogo de definiciones de los conceptos que obran en la ley.

Capítulo II:

Define lo que constituirá el patrimonio del organismo, disponiéndose que formará parte del mismo: 

· La aportación inicial que hará el ayuntamiento para empezar operaciones;

· La aportación obligatoria del ayuntamiento equivalente al 15.75% del sueldo de cotización de los trabajadores 

· La cuota obligatoria de los trabajadores de una cantidad equivalente al 15.75% del sueldo de cotización que perciban.

· Los intereses, rentas y demás utilidades que se obtengan de la inversión o préstamos de acuerdo a este ordenamiento de las cuotas y aportaciones a que se refiere las fracciones anteriores.

· Los bienes muebles e inmuebles que los Gobiernos Federal, Estatal y Municipal. Instituciones Públicas o Privadas y los particulares donen a favor de la Dirección de Pensiones.

· Los subsidios y aportaciones periódicas o eventuales hechas a su favor por los Gobiernos Federal, Estatal o Municipal o de Instituciones Públicas o Privadas o de Particulares.

· Todos los demás bienes que adquiera por cualquier medio legal.

Este capítulo establece también que en ningún caso y por ninguna autoridad se podrá disponer de los derechos del Fondo y que los trabajadores no adquirirán derechos sobre los bienes que formen parte del patrimonio.

Así mismo se establece que el fondo será administrado por una institución bancaria con la que el ayuntamiento celebre un contrato de fideicomiso.

Capítulo III:

Este capítulo define la constitución del Consejo Directivo del organismo fijándose que se integrará por: 

· Por un Presidente, que será el Presidente Municipal o la persona que él designe, como sustituto, siempre y cuando sea miembro del Cabildo;

· Por un Secretario, que será nombrado por el Ayuntamiento de Piedras Negras a propuesta del Presidente del Consejo;

· Por un Tesorero que será nombrado por el Ayuntamiento de Piedras Negras, a propuesta del Presidente del Consejo;

· Por dos vocales que serán: Un representante de los organismos sindicales, elegidos entre ellos. Y un representante de los trabajadores, funcionarios o empleados no sindicalizados.

Así mismo en él se definen las funciones del Consejo entre las cuales podemos destacar:

· Vigilar el ejercicio del presupuesto anual de ingresos y egresos mediante la práctica de las auditorías internas y externas que sean necesarias;

· Nombrar o remover al personal de la Dirección de Pensiones, estudiar y, en su caso, aprobar los tabuladores y prestaciones correspondientes;

· Vigilar la oportuna concentración de cuotas y demás recursos que ingresen el Patrimonio de la Dirección de Pensiones;

· Vigilar las operaciones de inversión que se realicen con recursos patrimoniales de la Dirección de Pensiones;

· En general, realizar todos aquellos actos y operaciones autorizadas por esta Ley y los que fuesen necesarios para un mejor funcionamiento de la Dirección de Pensiones.

Por último este capítulo regula las atribuciones del presidente, del tesorero y del secretario del Consejo.

Capítulo IV: 

Establece el método de designación del Director General y fija sus facultades y obligaciones de entre las cuales se pueden mencionar:

· Representar legalmente a la Dirección de Pensiones y dirigir la marcha ordinaria de la misma;

· Ejecutar los acuerdos del Consejo Directivo;

· Preparar conjuntamente con el Tesorero del Consejo, los estados financieros mensuales, los informes generales y especiales para su examen y aprobación, en su caso, por parte del Consejo.

· Firmar conjuntamente con el Presidente o Tesorero del Consejo las órdenes de pago que procedan;

· Rendir informe por separado del estado que guardan los préstamos a los trabajadores afiliados a los trabajadores afiliados a la Dirección de Pensiones.

· Seleccionar al personal de la Dirección de Pensiones y elaborar los tabuladores y prestaciones correspondientes, sometiéndolas a la consideración del Consejo Directivo, para su aprobación;

· Proponer al Consejo Directivo las medidas que considere convenientes para el mejor funcionamiento de la Dirección de Pensiones;

· Rendir al Consejo Directivo en el mes de Mayo de cada año un informe general de las actividades de la Dirección de Pensiones en el año anterior, acompañándolo de los estados financieros que procedan;

· Y en general realizar todos aquellos actos y operaciones autorizados por esta Ley y los que en adición a los anteriores les sean asignados por el propio Consejo Directivo.

Capítulo V:

Regula las relaciones jurídicas de los trabajadores de la Dirección.

Capítulo VI:

Norma lo referente a la exención de impuestos.

Capítulo VII:

Define los beneficios a los que podrán acceder los trabajadores al servicio del municipio mismos que son los siguientes: 

· Pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio;

· Pensión por Vejez;

· Pensión Anticipada por Retiro;

· Pensión por Incapacidad por Causas Ajenas al Servicio;

· Pensión por Incapacidad por Riesgos de Trabajo;

· Pensión por Muerte por Causas de Trabajo;

· Pensión por Muerte por Causas Ajenas al Trabajo;

· Pago único de Gastos de Funeral;

· Préstamos quirografarios a corto plazo; y

· Créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria.

Capítulo VIII:

Regula lo referente a las pensiones por retiro, estableciendo que tendrán derecho a  la pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio, los servidores públicos que cumplan cuando menos 30 años de servicio y un mínimo de 65 años de edad.El monto de la pensión en este caso será del 100% del sueldo regulador.
El capítulo así mismo establece los requisitos para acceder a una pensión por vejez, previendo que se concederá al servidor público que haya cumplido cuando menos 65 años de edad y un mínimo de 15 años de servicio.
El monto de la pensión por vejez será de un porcentaje del sueldo reguladorquese calculará conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	55.00%

58.00%

61.00%

64.00%

67.00%

70.00%

73.00%

76.00%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	79.00%

82.00%

85.00%

88.00%

91.00%

94.00%

97.00%

100.00%




Por último en el capítulo se establecen los requisitos de la pensión anticipada por retiro, fijándose que accederá a ella el  servidor público que cuente con al menos 15 años de servicio, y 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá un 5% por cada año que le falte para cumplir 65 años, con respecto al beneficio que le hubiere correspondido en la pensión por vejez.

Capítulo IX.

El capítulo establece las normas para pensiones por inhabilitación física o mental, en él se definen los riesgos de trabajo y se fija que el trabajador que sea inhabilitado física o mentalmente por causas ajenas al desempeño de su empleo en forma total y permanente y que cuente con por lo menos 5 años de servicio tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio, esta pensión se calculará sobre un porcentaje del sueldo reguladorde conformidad a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20
	50.00%

51.00%

52.00%

53.00%

54.00%

55.00%

58.00%

61.00%

64.00%

67.00%

70.00%
	21

22

23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	73.00%

76.00%

79.00%

82.00%

85.00%

88.00%

91.00%

94.00%

97.00%

100.00%


Así mismo dispone que la pensión por incapacidad por riesgos de trabajo será del 100% del sueldo regulador.

Capítulo X.

Regula las pensiones por muerte del trabajador disponiéndose que los beneficiarios de un pensionado por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez anticipada, incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo, tendrán derecho a recibir una pensión equivalente al 90% de la pensión que venía recibiendo éste.

Éste capítulo prevé también el caso de que el trabajador falleciera por causas de trabajo, en el que  los beneficiarios tendrán derecho a recibir una pensión equivalente al 100% del sueldo regulador. En cambio si el trabajador activo muere por causas ajenas al trabajo y tuviere más de 5 años de servicio, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión que será de un porcentaje del sueldo reguladorde conformidad a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20
	36.00%

38.70%

41.40%

44.10%

46.80%

49.50%

52.20%

54.90%

57.60%

60.30%

63.00%
	21

22

23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	65.70%

68.40%

71.10%

73.80%

76.50%

79.20%

81.90%

84.60%

87.30%

90.00%


En el capítulo se establece también, quienes podrán ser beneficiarios de las prestaciones que otorga esta ley y en qué orden, así como las causas y casos en que se pierde el derecho a alguna de ellas.

Capítulo XI.

Regula lo concerniente a la devolución de cuotas, disponiendo que, el trabajador que sin tener derecho a pensión se separe del servicio podrá optar por las opciones siguientes:

· La devolución del 50% de las cuotas que realizó sin incluir los intereses generados por las mismas;

· Dejar en el fondo sus cuotas para conservar su derecho a la acumulación de años de cotización en caso de que reingresara al servicio.

Para optar para alguna de las dos opciones el trabajador contará con un plazo de 12 meses contados a partir de la separación del cargo.

Capítulo XII

Contiene disposiciones referentes a los préstamos quirografarios que extenderá la Dirección de Pensiones a favor de un trabajador o pensionado de conformidad a las posibilidades económicas del organismo.

Para tener derecho a gozar de este beneficio el trabajador deberá de contar con una antigüedad efectiva de dos años al servicio del municipio, estos préstamos causarán un interés anual sobre saldos insolutos, de al menos la tasa de inflación más tres puntos porcentuales anuales, y el plazo máximo para su pago será de dos años programando los pagos respectivos para que sean deducidos de su nómina.

Capítulo XIII

Contiene prevenciones generales.

Régimen Transitorio.

Establece que la ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. Contiene disposiciones para la generación en transición y fija la obligación del Ayuntamiento de aportar al fideicomiso que se aperturará con 1’000,000 de pesos en un plazo no mayor a 15 días hábiles.

Estamos seguros que de aprobarse la presente iniciativa se beneficiará a miles de trabajadores al servicio del municipio y a sus familias.

TERCERO.-Efectivamente como se señala en la exposición de motivos de la presente iniciativa, el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece como una obligación de los Ayuntamientos, asegurar el régimen de Seguridad Social de los servidores públicos, empleados y trabajadores municipales, más sin embrago, como se ha señalado y se ha reconocido, en diversas ocasiones también falta regulación en la materia, lo que ha provocado que se hayan creado esquemas de Seguridad y Previsión Social sin las bases técnicas y jurídicas necesarias para darles una verdadera viabilidad financiera, lo que ha provocado gran desconfianza en los trabajadores al servicio de los municipios del Estado, y sus familias, además de generar graves consecuencias en la Hacienda Pública Municipal.

Ha señalado el Ejecutivo del Estado, que es necesario emprender acciones encaminadas a reformar los criterios de financiamiento y la estructura de beneficios a fin de avanzar hacia modelos integrados, equitativos y financieramente sostenibles en cada Municipio del Estado, por ello, el Ejecutivo en el año 2014 presentó ante esta Soberanía la Iniciativa de Decreto que fue aprobada, y mediante la cual se creó la Ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Y como se señala en la Iniciativa, actualmente, solo los municipios de Saltillo y Torreón, cuentan con un sistema de pensiones formalmente estructurado, bajo el esquema de organismo público descentralizado de la Administración Municipal, por ello, quienes aquí dictaminamos, consideramos conveniente la aprobación de la Iniciativa de Ley que hoy se presenta ante este Congreso, la cual una vez analizada, consideramos cuenta con los lineamientos establecidos en la Ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, y toda vez que como se señala en la Iniciativa, que a efecto de presentar la misma, se informó previamente al Consejo de Coordinación y Seguimiento para la Implementación de los Sistemas de Pensiones en los Municipios del Estado.

Del estudio del contenido de dicha Iniciativa, consideramos que efectivamente en los trece capítulos que contiene la Iniciativa de Ley, se establecen los lineamientos mínimos y máximos de la Ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza. Al establecer la creación de un organismo público descentralizado de la administración pública municipal, denominado “Dirección de Pensiones de Piedras Negras,Frontera Fuerte”, consideramos necesario referirnos a  nos referimos a la creación de la “ Dirección de Pensiones de Piedras Negras, Frontera Fuerte”, toda vez que  es más apropiado referirnos al municipio a que corresponde 

Continuando con el estudio del contenido, efectivamente se establece un catálogo de definiciones de los conceptos que obran en la Ley; define lo que constituirá el patrimonio del organismo y establece claramente que por ningún caso ninguna autoridad podrá disponer de los derechos del fondo, así mismo establece que dicho fondo será administrado por una institución bancaria, con la que el municipio celebre un contrato de fideicomiso; se establece con claridad las facultades y atribuciones del Consejo Directivo del organismo, señalándose el método de designación de los funcionarios de dicho organismo; se regulan las relaciones jurídicas de los trabajadores de la dirección, y de igual manera se norma lo referente a la exención de impuestos, y definen los beneficios a los que podrán acceder los trabajadores al servicio del municipio, como lo son su pensión por vejez, por retiro, por edad y antigüedad en el servicio, por incapacidad por causas ajenas al servicio, por incapacidad por riesgos de trabajo, gastos funerarios, etcétera; se regulan las pensiones a las que tendrán derecho por edad y por antigüedad al servicio los trabajadores que cumplan treinta años de servicio y un mínimo de 65 años de edad, estableciéndose claramente los porcentajes de sueldo regulado por las tablas que en ella se establecen, de igual manera se establecen las pensiones por inhabilitación física o mental, estableciéndose el derecho a recibir una pensión quien se encuentre en este supuesto y que por lo menos cuente con cinco años de servicio, y hasta treinta o más, se señala en la tabla correspondiente; regula en lo conducente a la devolución de cuotas a las que tiene derecho el trabajador; se establecen las normas que regulan los préstamos quirografarios que podrá extender la Dirección de Pensiones del Municipio de Piedras Negras, a favor de sus trabajadores, entre otras disposiciones generales que también se establecen en el último capítulo, por lo que consideramos que es procedente aprobar en el presente dictamen, dicha Iniciativa.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se crea la Ley de la Dirección de Pensiones dePiedras Negras,Frontera Fuerte, para quedar como sigue: 

CAPÍTULO PRIMERO

DENOMINACIÓN Y OBJETO

ARTÍCULO 1.- La presente Ley crea el Organismo Público Descentralizado de la Administración Municipal, denominado “Dirección de Pensiones de Piedras Negras,Frontera Fuerte” con personalidad jurídica y patrimonio propio. 

Esta Ley es de orden público, observancia obligatoria y tiene por objeto regular la organización, funcionamiento y beneficios otorgados por el Organismo.

ARTÍCULO 2.- El Organismo tendrá por objeto la prestación de los beneficios y servicios sociales señalados en esta Ley, a favor de las personas que se establecen en este Ordenamiento

ARTÍCULO 3.- Para el cumplimiento de su objeto el Organismo podrá celebrar toda clase de actos y contratos orientados a la realización de su fin social, así como defender sus derechos ante los Tribunales o fuera de ellos, ejercitando en su caso las acciones judiciales que correspondan.

ARTÍCULO 4.- Los beneficios y servicios sociales establecidos en esta Ley se concederán:

I.- A los Trabajadores al servicio del Ayuntamiento de Piedras Negras;
II.- A los Trabajadores de los Organismos Descentralizados o desconcentrados de la Administración Municipal que por ley sean incorporados a su régimen.

III.- A los Pensionados.

IV.- A los Beneficiarios tanto de los trabajadores como de los pensionados.

No serán sujetos a los beneficios que se establecen en esta Ley, aquellas personas que perciban emolumentos mediante recibo de honorarios, por contrato de obra, mediante interinatos o a quienes el Ayuntamiento de Piedras Negras pague cuotas para el pago de pensiones a otra institución diversa de la Dirección de Pensiones de Piedras Negras, Frontera Fuerte.
ARTÍCULO 5.- Para los efectos de esta Ley se entiende:

I.- Por patrón, el Ayuntamiento de Piedras Negras, sus órganos centralizados, descentralizados y desconcentrados.

II.- Por trabajador, toda persona física que presta un servicio físico o intelectual al municipio, en virtud de nombramiento expedido o por figurar en la nómina de pago de sueldos.

III.- Por Dirección de Pensiones o Dirección, a la Dirección de Pensiones de Piedras Negras, Frontera Fuerte.
IV.- Por pensionado, toda persona que habiendo cumplido los requisitos señalados en esta Ley, tenga derecho a una pensióny se retire del servicio, para gozar de los mismos.
V.- Por beneficiarios, a la persona o personas que por disposición de esta Ley se les reconozca tal carácter para disfrutar de los beneficios concedidos en la misma ante la ausencia del titular del derecho, de acuerdo con lo establecido en el artículo 62 de esta Ley.

VI. Por sueldo de cotización, el que sirve para el cálculo de las cuotas y aportaciones a la Dirección de Pensiones que se integrarásobre la base del sueldo presupuestal del trabajador, más el sobresueldo, y el quinquenio, excluyéndose cualquier otra prestación que el trabajador perciba con motivo de su trabajo. 

      Si el servidor público desempeña varios puestos que devengan diversos sueldos, estos se acumularán para integrar el sueldo de cotización.

Este sueldo en ningún caso podrá ser menor que el salario mínimo ni mayor a 15 salarios mínimos generales vigentes en la capital del Estado.
 

VII. Por sueldo regulador, el promedio ponderado de los sueldos de cotización de toda la vida activa del trabajador, previa actualización con el Índice Nacional de Precios al Consumidor.Este no podrá ser superior al último salario sueldo neto que hubiera recibido el trabajador en activo.
VIII. Por aportación, al monto que deben cubrir a la Dirección de Pensiones el patrón, equivalente a un porcentaje determinado del sueldo de cotización.

IX.  Por cuota, al monto que debe cubrir a la Dirección de Pensiones el trabajador, equivalente a un porcentaje determinado de su sueldo de cotización

CAPÍTULO SEGUNDO

DEL PATRIMONIODE  LA DIRECCIÓN DE PENSIONES

ARTÍCULO 6.- El Patrimonio de la Dirección de Pensionesse constituirá de la siguiente manera:

I.- Con la aportación inicial del Ayuntamiento de Piedras Negras para iniciar sus operaciones.

II.- Con la aportación obligatoria del Ayuntamiento de Piedras Negras, equivalente al 15.75% del sueldo de cotización de los trabajadores.

III.- Con la cuota obligatoria de los trabajadores de una cantidad equivalente al 15.75% del sueldo de cotización que perciban.

IV.- Con los intereses, rentas y demás utilidades que se obtengan de la inversión o préstamos de acuerdo a este ordenamiento de las cuotas y aportaciones a que se refiere las fracciones anteriores.

V.- Con los bienes muebles e inmuebles que los Gobiernos Federal, Estatal y Municipal, Instituciones Públicas o Privadas y los particulares donen a favor de la Dirección de Pensiones.

VI.- Con los subsidios y aportaciones periódicas o eventuales hechas a su favor por los Gobiernos Federal, Estatal o Municipal o de Instituciones Públicas o Privadas o de Particulares.

VII.- Con todos los demás bienes que adquiera por cualquier medio legal.

Las cuotas y aportaciones, deberán ser validadas actuarialmente de manera que exista equilibrio entre los ingresos y egresos futuros del Patrimonio de la Dirección de Pensiones.

Las valuaciones actuariales deberán realizarse al menos una vez cada 4 años.
ARTÍCULO 7.-En ningún caso y por ninguna autoridad se podrá disponer de los bienes, derechos y fondos pertenecientes al Patrimonio de la Dirección de Pensiones, ni a título de préstamo reiterable al Ayuntamiento de Piedras Negras, aun cuando se pretenda el pago de intereses o renta, pues solo estarán afectos a la prestación de los beneficios sociales previstos en esta Ley.
ARTÍCULO 8.- Los trabajadores no adquirirán derecho alguno, ni individual ni colectivo, sobre el Patrimonio de la Dirección de Pensiones, sino exclusivamente el de gozar de los beneficios establecidos en este Ordenamiento.

ARTÍCULO 9.- Queda prohibido a los integrantes de la Dirección de Pensiones, otorgar fianza o aval que graven el Patrimonio de la Dirección de Pensiones.
ARTÍCULO 10.- Todo acto, contrato o documento que implique obligación o derecho inmediato o eventual para la Dirección de Pensiones, deberá ser registrado en su contabilidad.

ARTÍCULO 11.-El Patrimonio de la Dirección de Pensionesserá administrado por una institución bancaria, con la que el Consejo Directivo celebrará un contrato de fideicomiso, en cuyo clausulado será obligación consignar que la Institución Fiduciaria únicamente cubrirá las cantidades amparadas mediante la orden de pago que en lo relativo formulen el Presidente o el Tesorero del Consejopor concepto de beneficios que se establecen en este ordenamiento. En la orden de pago será obligación de los integrantes del Consejo, remitir copia certificada del acta de la sesión correspondiente en la que se hubiese concedido el beneficio de que se trate.

ARTÍCULO 12.- La Tesorería del Ayuntamiento de Piedras Negras y los Organismos Descentralizados o Desconcentrados tienen la obligación de consignar a la Institución Fiduciaria las cuotas que por aportación le correspondan al Ayuntamiento y a los trabajadores en los términos de las fracciones II y III del Artículo 6, de esta Ley.

La Tesorería Municipal y los Organismos Descentralizados o Desconcentrados deberán enterar las cuotas y aportaciones a que se refiere el párrafo anterior dentro de los 30 días siguientes a la fecha en quese pague la nómina al trabajador. En caso contrario, deberá cubrir un interés similar a la tasa líder que tenga establecida la Institución Fiduciaria más un punto porcentual mensual por el tiempo que persista el adeudo.
El cumplimiento del entero de las cuotas y aportaciones a que se refiere este artículo deberá estar garantizado con las participaciones que reciba el Municipio.

El propio Tesorero Municipal remitirá a la Dirección de Pensiones el documento justificativo de las aportaciones, conjuntamente con una relación de los trabajadores a cuyo favor se hubiesen hecho.

ARTÍCULO 13.-En caso de que el Ayuntamiento interrumpiera las aportaciones a su cargo, el derechohabiente o sus beneficiarios tendrán derecho a exigir que la Dirección de Pensiones solicite que el Ayuntamiento aporte las cuotas omitidas.
CAPÍTULO TERCERO

DE LOS ORGANOS DE ADMINISTRACIÓN Y DIRECCIÓN

ARTÍCULO 14.- El Consejo Directivo se integrará de la siguiente manera:

I.- Por un Presidente, que será el Presidente Municipal o la persona que él designe como sustituto, siempre y cuando sea miembro del Cabildo;

II.- Por un Secretario, que será nombrado por el Ayuntamiento de Piedras Negras a propuesta del Presidente del Consejo;

III.- Por un Tesorero que será nombrado por el Ayuntamiento de Piedras Negras, a propuesta del Presidente del Consejo;

IV     El o la titular del órgano interno de Control;  

V.
El o la Síndico de vigilancia de la primera minoría, y 

VI).- Por dos vocales que serán:

a) Un representante de los organismos sindicales, elegidos entre ellos.

b) Un representante de los trabajadores, funcionarios o empleados no sindicalizados.

c) Los vocales suplentes serán designados en el mismo tiempo y formas en que lo sean los propietarios.

Las ausencias del Presidente Municipal, serán suplidas por el Secretario del Ayuntamiento; las de los otros funcionarios serán suplidas por los servidores públicos de nivel jerárquico inmediato inferior que ellos designen.

Los miembros de los comités no recibirán remuneración alguna por su participación en los mismos.

ARTÍCULO 15.- El Consejo Directivo de la Dirección de Pensiones se renovará en concordancia con el periodo Constitucional del Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras.
ARTÍCULO 16.- El Consejo Directivo tendrá las siguientes facultades y obligaciones:

I.- Cumplir y hacer cumplir con exactitud las disposiciones de esta Ley;

II.- Conocer y aprobar, en su caso, el presupuesto anual de ingresos y egresos que le presente el Director General.

III.- Adoptar las decisiones que le correspondan.

IV.- Adoptar las decisiones que tome el ConsejoEstatal y Publicarlas en las gacetas, medios electrónicos y escritos de difusión de los Municipios;
V.- Examinar y, en su caso, aprobar los estados financieros mensuales y los informes generales y especiales que le presente el Director General, así como disponer dentro de los dos primeros meses del año la publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de los estados financieros correspondientes al Ejercicio anterior.

VI.- Vigilar el ejercicio del presupuesto anual de ingresos y egresos mediante la práctica de las auditorías internas y externas que sean necesarias;

VII.- Otorgar al Director General de la Dirección de Pensiones, Poder General para pleitos y cobranzas, actos de administración y actos de dominio;

VIII.- Otorgar Poderes Especiales o Generales a las personas que juzgue conveniente;

IX- Nombrar o remover al personal de la Dirección de Pensiones, estudiar y, en su caso, aprobar los tabuladores y prestaciones correspondientes;

X - Vigilar la oportuna concentración de cuotas y demás recursos que ingresen alPatrimonio de la Dirección de Pensiones;
XI. - Conocer y aprobar los reglamentos internos del Organismo.

XII.- Vigilar las operaciones de inversión que se realicen con recursos patrimoniales de la Dirección de Pensiones;

XIII.- Vigilar que el otorgamiento de créditos quirografarios se realice de acuerdo con el reglamento respectivo.

XIV.- Tomar en cuenta las recomendaciones del estudio actuarial a fin de proponer al Cabildo las reformas para la elaboración de iniciativas y su posterior presentación al Congreso del Estado.
XV.- En general, realizar todos aquellos actos y operaciones autorizadas por esta Ley ylos que fuesen necesarios para un mejor funcionamiento de la Dirección de Pensiones.

 El Consejo deberá contar con una comisión de transparencia cuya integración, funcionamiento y facultades serán determinados por los miembros del mismo.  
ARTÍCULO 17.- El Consejo Directivo celebrará, por lo menos, una sesión ordinaria cada mes y las extraordinarias que sean necesarias para la eficaz marcha de la Dirección de Pensiones, debiéndose convocar a ellas, cuando menos, con 24 horas de anticipación.

ARTÍCULO 18.- Las sesiones del consejo serán válidas cuando el quórum se integre con la mitad más uno de sus miembros, debiendo figurar en todo caso el Presidente, secretario o sus sustitutos y un vocal.

ARTÍCULO 19.- Las votaciones para los acuerdos del Consejo se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad.

ARTÍCULO 20.-Los acuerdos adoptados en las sesiones de Consejo se harán constar en actas suscritas por los miembros que participaron en ellas, las cuales se harán públicas atraves de internet en la Gaceta Municipal u otro medio de difusión del Municipio, en apego a las disposiciones aplicables en materia de transparencia y acceso a la informacion las actas de las sesiones del Consejo se consignarán en un libro destinado especialmente para ese objeto, el cual estará bajo la custodia y conservación del Secretario.

ARTÍCULO 21.- El Presidente del Consejo Directivo tendrá las atribuciones siguientes:

I.- Convocar a los miembros del Consejo y al Director General a las sesiones ordinarias y extraordinarias conforme al Orden del Día que para ese efecto elabore;

II.- Presidir y dirigir las sesiones del Consejo y declarar resueltos los asuntos en el sentido de las votaciones;

III.- Designar y remover libremente al Secretario y Tesorero del Consejo Directivo.
IV.- Autorizar, en unión del Secretario, las Actas que se levanten de las sesiones ordinarias y extraordinarias que celebre el Consejo;

V.- Supervisar las actividades que la Dirección General realice directamente o por medio de sus dependencias;

VI.- Resolver bajo su inmediata y directa responsabilidad los asuntos que debiendo ser conocidos por el Consejo, no admitan demora dada su urgencia, dando cuenta de ello al Consejo de la decisión tomada para su revocación, modificación o confirmación, en su caso. 

ARTÍCULO 22.- El Secretario del Consejo Directivo tendrá las atribuciones siguientes:

l.- Comunicar a los demás miembros del Consejo y al Director General las convocatorias para las sesiones ordinarias y extraordinarias.

II.- Tomar las votaciones de los miembros presentes en cada sesión;

III.- Levantar y autorizar con sus firmas las actas correspondientes a las Sesiones Ordinarias y Extraordinarias que celebre el Consejo;

IV.- Llevar el control de la correspondencia y someterla a la firma del Presidente del Consejo;

V.- Los demás que determinen esta Ley y los que en adición a los anteriores les sean expresamente señalados por el Presidente del consejo y por el Reglamento Interior de la Dirección de Pensiones.

ARTÍCULO 23.- Las faltas temporales del Secretario serán suplidas por la persona que designe el Presidente del Consejo.

ARTÍCULO 24.- El Tesorero del Consejo Directivo tendrá las atribuciones siguientes

I.-  Preparar, de acuerdo con el Director General, el presupuesto anual de ingresos y de egresos para ser sometido a la consideración y aprobación, en su caso, del Consejo Directivo;

II.- Preparar, de acuerdo con el Director General, estados financieros mensuales y los informes generales y especiales, para su examen y aprobación, en su caso, por parte del Consejo:

III.- Revisar los movimientos de ingresos y egresos que se efectúen;

IV.- Rendir mensualmente ante el Consejo un informe de los beneficios otorgados con especificación de los montos que en forma periódica o de préstamos se haya entregado:

V.- Firmar conjuntamente con el Presidente del Consejo o con el Director General las órdenes de pago que procedan;

VI.- Autorizar, en conjunto con el Director General de la Dirección de Pensiones, los préstamos quirografarios de acuerdo con el reglamento respectivo.

VI.- Los demás que determine esta Ley y los que en adición a los anteriores, le sean expresamente señalados por el Presidente del Consejo y por el Reglamento Interior de la Dirección de Pensiones.

ARTÍCULO 25.- Las faltas temporales del Tesorero serán suplidas por la persona que designe el Presidente del Consejo.

ARTÍCULO 26.- El Reglamento Interior de la Dirección de Pensiones señalará las atribuciones específicas de los vocales.

Las faltas temporales de los vocales serán cubiertas por su respectivo suplente.

CAPÍTULO CUARTO

DEL DIRECTOR GENERAL

ARTÍCULO 27.- El Director General de la Dirección de Pensiones será designado a propuesta del Presidente Municipal, ratificado y removido libremente por el Cabildo.

ARTÍCULO 28.- El Director General tendrá las siguientes facultades y obligaciones:

I.- Representar legalmente a la Dirección de Pensiones y dirigir la marcha ordinaria de la misma;

II.- Ejecutar los acuerdos del Consejo Directivo;

III.- Dirigir, administrar y supervisar en todos sus aspectos los asuntos de la competencia de la Dirección de Pensiones;

IV- Preparar conjuntamente con el Tesorero del Consejo, los estados financieros mensuales, los informes generales y especiales para su examen y aprobación, en su caso, por parte del Consejo.

V.- Firmar conjuntamente con el Presidente o Tesorerodel Consejo las órdenes de pago que procedan;

VI.- Autorizar, en conjunto con el Tesorero del Consejo, los préstamos quirografarios de acuerdo con el reglamento respectivo.

VII.- Rendir informe al Consejo del estado que guardan los préstamos a los trabajadores afiliados a los trabajadores afiliados a la Dirección de Pensiones, separado de las demás prestaciones que otorga esta Ley.

VIII.- Rendir informe al Consejo de los resultados del estudio actuarial y proponer cambios al Sistema  de conformidad a las y/o recomendaciones emitidas por dicho estudio.

IX.- Representar a la Dirección de Pensiones como mandatario general en los términos acordados por el Consejo Directivo;

X.- Elaborar el proyecto del Reglamento Interior de la Dirección de Pensiones someterlo a la consideración y aprobación, en su caso, del Consejo Directivo.

XI.- Concurrir a las Sesiones del Consejo con voz informativa pero sin voto;

XII.- Estructurar y organizar las Dependencias de la Dirección de Pensiones y asignar las funciones del personal adscrito a los mismos, de acuerdo al presupuesto establecido en esta Ley;

XIII.- Seleccionar al personal de la Dirección de Pensiones y elaborar los tabuladores y prestaciones correspondientes, sometiéndolas a la consideración del Consejo Directivo, para su aprobación;

XIV.- Proponer al Consejo Directivo las medidas que considere convenientes para el mejor funcionamiento de la Dirección de Pensiones;

XV.- Decidir directa e inmediata responsabilidad sobre los asuntos que debiendo ser conocidos por el Presidente o por el Consejo Directivo, no admitan demora dada su urgencia, debiendo informar al Presidente o al Consejo, según el caso, de la decisión tomada durante la siguiente Sesión Ordinaria o Extraordinaria que celebre el Consejo Directivo para su revocación, modificación o confirmación, en su caso;

XVI.- Rendir al Consejo Directivo en el mes de Mayo de cada año un informe general de las actividades de la Dirección de Pensiones en el año anterior, acompañándolo de los estados financieros que procedan;

XVII.- En general realizar todos aquellos actos y operaciones autorizados por esta Ley y los que en adición a los anteriores les sean asignados por el propio Consejo Directivo.

ARTÍCULO 29.- El Director General de la Dirección de Pensiones no podrá vender, ceder, enajenar o gravar los bienes inmuebles que formen el Patrimonio de la Dirección de Pensiones, a menos que sea autorizado expresamente para ello por el Consejo Directivo.

CAPÍTULO QUINTO

RELACIONES DE TRABAJO

ARTÍCULO 30.- Las relaciones jurídicas de trabajo entre la Dirección de Pensiones y su personal, se regirán por las disposiciones de su Reglamento Interior, y en todo lo no previsto por éste,por lo dispuesto en la Ley Federal del Trabajo.
ARTÍCULO 31.- Por la naturaleza de las funciones de la Dirección de Pensiones, son trabajadores de confianza todas las personas que presten sus servicios a la Dirección, en virtud de nombramiento expedido o por figurar en la nómina de pago de sueldos de éste.
CAPÍTULO SEXTO

EXENCIÓN DE IMPUESTOS Y OTROS BENEFICIOS

ARTÍCULO 32.- Los bienes que integran el Patrimonio de la Dirección de Pensiones, así como los actos y contratos que celebre para el cumplimiento de sus fines, estarán exentos de toda clase de gravámenes municipales.

ARTÍCULO 33.- No se aplicarán las exenciones a que se refiere el artículo anterior en los supuestos consignados a la fracción IV inciso c) del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTÍCULO 34.-La Dirección de Pensiones prevista en este Ordenamiento se considera de acreditada solvencia para todos los efectos legales y no estará obligado a otorgar o constituir fianzasde depósito.

CAPÍTULO SÉPTIMO

DE LOS DISTINTOS BENEFICIOS QUE CONCEDE

ESTA LEY Y FORMAS DE ADQUIRIRLOS

ARTICULO 35.- Los beneficios que otorga la presente Ley son los siguientes: 

I.- Pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio;

II.- Pensión por Vejez;

III.- Pensión Anticipada por Retiro;

VI.- Pensión por Incapacidad por Causas Ajenas al Servicio;

V.- Pensión por Incapacidad por Riesgos de Trabajo;

VI.- Pensión por Muerte por Causas de Trabajo;

VII.- Pensión por Muerte por Causas Ajenas al Trabajo;

VIII.- Pago único de Gastos de Funeral;

IX.- Préstamos quirografarios a corto plazo; y

X.- Créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria.

Los anteriores beneficios serán concedidos en la medida en que así lo permita la situación financiera de la Dirección dando preferencia a las pensiones. 
ARTÍCULO 36.- El derecho a la pensión es imprescriptible. Las pensiones caídas, las indemnizaciones globales y cualquier prestación en dinero a cargo de la Dirección, que no se reclamen dentro de los dos años siguientes a la fecha en que hubieren sido exigibles, prescribirán a favor de la Dirección.
CAPÍTULO OCTAVO

DE LAS PENSIONES POR RETIRO 
ARTICULO 37.-La pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio, se concederá al trabajador que cumpla cuando menos 30 años de servicio y un mínimo de 65 años de edad.

El monto de la pensión en este caso será del 100% del sueldo regulador.

ARTICULO 38.-La pensión por vejez se concederá al trabajador que haya cumplido cuando menos 65 años de edad y un mínimo de 15 años de servicio.

El monto de la pensión por vejez será de un porcentajedel sueldo regulador, de acuerdo con la antigüedad al momento del retiro conforme a la siguiente tabla: 
	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	55.00%

58.00%

61.00%

64.00%

67.00%

70.00%

73.00%

76.00%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	79.00%

82.00%

85.00%

88.00%

91.00%

94.00%

97.00%

100.00%


ARTÍCULO 39.- El servidor públicotrabajador que cuente con al menos 15 años de servicio, podrá optar por una pensión anticipada por retiroa partir de los 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá un 5% por cada año que le falte para cumplir 65 años, con respecto al beneficio que le hubiere correspondido en la pensión de vejez, establecida en el artículo anterior.

ARTICULO 40.- Las pensiones a que se refiere este capítulo serán vitalicias, con transmisión a beneficiarios de acuerdo con lo establecido en el capítulo décimo de esta Ley.

ARTICULO 41.-El monto de las pensiones porretiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez y anticipada por retiro, aumentarán anualmente en el mes de febrero, en la misma proporción en que aumenteel Índice Nacional de Precios al Consumidor,según la cuota diaria de su pensión.

CAPÍTULO NOVENO

PENSIÓN POR INHABILITACIÓN FISICA O MENTAL
ARTÍCULO 42.- Para los efectos de esta Ley, se entenderán como riesgos de trabajo los accidentes y enfermedades a que se encuentran expuestos los trabajadores en el ejercicio o con motivo del trabajo.

ARTÍCULO 43.- Se considerarán, para efectos de esta Ley, accidentes de trabajo a toda lesión orgánica o perturbación funcional, inmediata o posterior, o la muerte producida repentinamente en el ejercicio o con motivo del trabajo cualquiera que sea el lugar y el tiempo en que se preste; así como aquellos que ocurran al trabajador al trasladarse directamente de su domicilio al lugar de trabajo, o viceversa.

ARTÍCULO 44.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá como incapacidad permanente total a la pérdida de facultades o aptitudes de un trabajador que lo imposibilita para desempeñar sus actividades por el resto de su vida.

ARTÍCULO 45.- No se considerarán riesgos de trabajo:

I. Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador en estado de embriaguez.

II. Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador bajo la acción de algún narcótico o droga enervante, salvo que exista prescripción médica y que el trabajador hubiese puesto el hecho en conocimiento del jefe inmediato, presentándole la prescripción suscrita por el médico.

III. Si el trabajador se ocasiona intencionalmente una lesión por sí mismo o de acuerdo con otra persona.

IV. Los que sean resultado de un intento de suicidio o efecto de una riña en que hubiere participado el trabajador u originados por algún delito cometido por éste, y

V. Cuando la incapacidad tenga su origen en actividades ajenas a las encomendadas al trabajador por la entidad de su adscripción.

ARTICULO 46.- El trabajador que se inhabilite física o mentalmente por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, en forma total y permanente, y cuente con al menos 5 años de servicio, tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio. 

ARTÍCULO 47.- El trabajador que se inhabilite física o mentalmente por causas de trabajo, en forma total y permanente independientemente de los años de servicio, tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidadpor riesgos de trabajo.

ARTÍCULO 48.- No habrá derecho a la pensión por incapacidad por riesgos de trabajo o incapacidad por causas ajenas al trabajo cuando la persona inhabilitada pueda desempeñar algún puesto o trabajo diferente al que venía ejecutando, pues en este caso se le instalará en proporción a sus aptitudes.

ARTÍCULO 49.- A efecto de establecer la inhabilitación total y permanente del trabajador, se tomará en consideración el dictamen del médico del ISSSTE, de la especialidad de que se trate. Si el afectado está en desacuerdo con el dictamen del ISSSTE, él o sus representantes podrán designar médicos particulares para que dictaminen. 

En caso de no coincidir ambos dictámenes, la Dirección de Pensiones propondrá al afectado una terna de especialistas, de reconocido prestigio profesional, para que elija uno de entre ellos, el cual dictaminará el caso en forma definitiva, y una vez hecha por el afectado la elección del tercero en discordia, el dictamen de éste será inapelable y por tanto obligatorio para el interesado y para la Dirección de Pensiones.

ARTÍCULO 50.-Elmonto de la pensión por incapacidad total por causas ajenas al servicio será de un porcentaje, dependiendo de la antigüedad al momento del siniestro, del sueldo regulador, conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20
	50.00%

51.00%

52.00%

53.00%

54.00%

55.00%

58.00%

61.00%

64.00%

67.00%

70.00%
	21

22

23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	73.00%

76.00%

79.00%

82.00%

85.00%

88.00%

91.00%

94.00%

97.00%

100.00%


Toda fracción de más de seis meses de servicio se considerará como año completo

ARTÍCULO 51.- La pensión por incapacidadpor riesgos de trabajo será del 100% del sueldo regulador. 

ARTÍCULO 52.-El monto de la pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo aumentará anualmente, en el mes de Febrero, en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

ARTÍCULO 53.- Las pensiones a que se refiere este capítulo serán vitalicias, con transmisión a beneficiarios de acuerdo con lo establecido en capítulo décimo de esta Ley.

ARTÍCULO 54.-La pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo será revocada cuando el trabajador recupere su capacidad de servicio.

En tal caso el Patrón tendrá obligación de restituirlo al empleo si de nuevo es apto para el mismo, o en caso contrario, asignarle un trabajo que pueda desempeñar, debiendo ser, cuando menos, de un sueldo y categoría equivalente a los que disfrutaba al acontecer la incapacidad por causas ajenas al servicioo incapacidad por riesgos de trabajo.
Si el servidor público no fuese restituido a su empleo o no se le asignara otro en los términos del párrafo anterior por causa imputable al patrón, seguirá percibiendo el importe de la pensión.

ARTÍCULO 55.- No se concederá la pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo:

I. Cuando el estado de incapacidad sea consecuencia de un acto intencional del trabajador u originado por algún delito cometido por él mismo.

II. Cuando el estado de incapacidad sea anterior a la fecha de alta del trabajador en servicio.

ARTÍCULO 56.- Será facultad de la Dirección de Pensiones constatar periódicamente la incapacidad del trabajador.

CAPÍTULO DÉCIMO

PRESTACIÓN POR MUERTE DEL TRABAJADOR

ARTÍCULO 57.- Los beneficiarios del trabajador activo, o pensionado tendrán derecho a percibir una ayuda para gastos de funerales equivalente a 20 veces el salario mínimo mensual vigente en la capital del Estado contra la presentación del acta de defunción.

ARTÍCULO 58.- Los beneficiarios de un pensionado por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez, anticipada por retiro, incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo fallecido, tendrán derecho a recibir una pensión equivalente al 90% de la pensión que venía recibiendo el titular por el tiempo establecido en este capítulo.

ARTÍCULO 59.- Si el trabajador activo, independientemente de la antigüedad en el servicio, fallece por causas de trabajo, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión por muerte por causas de trabajo. El monto de esta pensión será del 100% del sueldo regulador definido en el artículo 5 fracción VII de esta Ley.
ARTÍCULO 60.- Si el trabajador activo muere por causas ajenas al trabajo y cuenta con más de 5 años de servicio, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión por muerte por causas ajenas al trabajo. El monto de esta pensión será de un porcentaje del sueldo regulador dependiendo de la antigüedad al momento del siniestro, y se concederá conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20
	36.00%

38.70%

41.40%

44.10%

46.80%

49.50%

52.20%

54.90%

57.60%

60.30%

63.00%
	21

22

23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	65.70%

68.40%

71.10%

73.80%

76.50%

79.20%

81.90%

84.60%

87.30%

90.00%


ARTÍCULO 61.- Las pensiones descritas en los artículos 58, 59 y 60 de esta Ley aumentarán anualmente en el mes de febrero en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

ARTÍCULO 62.- Las prestaciones que en este capítulo se conceden a los beneficiarios, se otorgarán en el siguiente orden:

I.- El cónyuge supérstite e hijos menores de 18 años ó de hasta 25 años en caso de que acrediten estar estudiando, acordes a su edad, o incapaces durante el tiempo que dure la incapacidad; 

II.- A falta de cónyuge, la persona con quien haya vivido en concubinato siempre que el trabajador o pensionado hubiera tenido hijos o vivido en su compañía durante el tiempo que señale el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Si al morir el trabajador o pensionado, tuviere varias concubinas, ninguna tendrá derecho a pensión; y 

III.- A falta de cónyuge, hijos o concubinario, la pensión por muerte se entregará a los ascendientes del trabajador, por grado sucesivo, en caso de que hubieran dependido económicamente del trabajador o pensionado.

La pensión a que tengan derecho los beneficiarios se otorgará en partes iguales y el pago será retroactivo a la fecha del deceso del trabajador o pensionado.

Cuando fuesen varios los beneficiarios de una pensión y alguno de ellos perdiese el derecho, la parte que le corresponda será repartida proporcionalmente entre los restantes.

ARTÍCULO 63.- Si otorgada una pensión aparecen otros beneficiarios con derecho a la misma, se suspenderá el pago, hasta que se acredite el pago a quien en derecho proceda, debiéndose cubrir en forma retroactiva hasta el momento de la suspensión, sin que el nuevo beneficiario tenga derecho a reclamar el pago de las cantidades cobradas por los primeros.

En caso de que dos o más beneficiarios reclamen el derecho a la pensión como cónyuge supérstite, se suspenderá el trámite y se estará a la resolución judicial que corresponda, sin perjuicio de continuar el trámite por lo que respecta a los hijos, otorgándose a éstos el porcentaje respectivo.

Cuando un beneficiario, ostentándose como cónyuge supérstite, exhiba la sentencia ejecutoria que acredite el estado civil que aduce para reclamar un beneficio que se haya concedido a otra persona por el mismo concepto, procederá la revocación de la pensión y se concederá al acreditante, quien la percibirá a partir de la fecha de la suspensión, sin que tenga derecho a reclamar las cantidades cobradas.

ARTÍCULO 64.- Los derechos a percibir pensión por los familiares beneficiarios del servidor público o pensionista se pierden por alguna de las siguientes causas:

I.- Cuando él o la cónyuge beneficiario contraiga nupcias o llegare a vivir en concubinato; 

II.- La divorciada o divorciado no tendrán derecho a la pensión de quien haya sido su cónyuge a menos que a la muerte del causante éste estuviese ministrándole alimentos por convenio o condena judicial, y siempre que no existan viuda o viudo, hijos, concubina o concubinario, ascendientes y nietos con derecho a la misma. Cuando la divorciada o divorciado disfrutase de la pensión en los términos de este artículo, perderá dicho derecho si contraen nuevas nupcias o si viviese en concubinato. 

III.- Cuando los hijos cumplan la mayoría de edad, a menos de que sean solteros y estén realizando estudios de nivel medio superior o superior en planteles que se dediquen a la enseñanza, con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, así como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza. Estos perderán el derecho al cumplir 25 años de edad. Los hijos incapaces perderán el derecho en cuanto cese la incapacidad. 

IV.- Por fallecimiento del beneficiario.

ARTÍCULO 65. Si el hijo pensionado llegare a los dieciocho años y no pudiere mantenerse por su propio trabajo debido a una enfermedad duradera, defectos físicos o enfermedad psíquica, el pago de la pensión por orfandad se prorrogará de manera vitalicia siempre y cuando ésta sea total y permanente. En tal caso el hijo pensionado estará obligado a someterse a los reconocimientos y tratamientos que la Dirección de Pensiones le prescriba y proporcione, y a las investigaciones que en cualquier tiempo éste ordene para los efectos de determinar su estado de incapacidad, haciéndose acreedor, en caso contrario, a la suspensión de la pensión.

ARTÍCULO 66.- El derecho al goce de la pensión de viudez comenzará el día siguiente del fallecimiento del trabajador o pensionista, y cesará al cumplirse cualquier supuesto establecido en el artículo 64 de esta Ley.

ARTÍCULO 67.- El disfrute de una pensión por viudez, derivada de los derechos de un trabajador o pensionista en favor de sus beneficiarios será compatible con el disfrute de la pensión por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez y anticipada por retiro vejez, anticipada por retiro, incapacidad por riesgos de trabajo o incapacidad por causas ajenas al servicio que genere por derechos propios.  

No será compatible el disfrute de dos o más pensiones generadas por un trabajador, en caso de que cumpla con los requisitos para acceder a más de una pensión, recibirá la de mayor cuantía sin que éstas sean acumulables.

ARTÍCULO 68- La percepción de una pensión por orfandad, es compatible con el disfrute de otra pensión igual proveniente de los derechos derivados del otro progenitor.

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO

DEVOLUCIÓN DE CUOTAS

ARTÍCULO 69.- El trabajador que sin tener derecho a pensión se separe o sea separado del servicio por cualquier causa, podrá optar por una de las dos opciones siguientes:

I.- La devolución de hasta el 50% de las cuotas que realizó el trabajador, de acuerdo con la fracción III del artículo 6 de esta Ley, sin incluir los intereses generados por las mismas, los cuales seguirán formando parte del Patrimonio de la Dirección de Pensiones. 

II.- Dejar en el Patrimonio de la Dirección de Pensiones sus cuotas aportadas de acuerdo con la fracción III del artículo 6 de esta Ley, para conservar así su antigüedad de cotización y conservarla para el caso de que reingresara al servicio del municipio, siempre y cuando hubiere acumulado al menos 1 año de servicio a partir del reingreso.

El trabajador tendrá un plazo de 12 meses a partir de la separación del cargo, para determinar cuál de las dos opciones anteriores seleccionó.

En caso de que el trabajador fallezca sin tener derecho a una pensión, los beneficiarios recibirán el beneficio descrito en la fracción I de este artículo.

ARTÍCULO 70.- Para acceder al beneficio establecido en el artículo anterior, el trabajador o sus beneficiarios deberán presentar un certificado de no adeudo de créditos quirografarios de acuerdo con lo establecido en el Capítulo Décimo Segundo de esta Ley. En caso de que el trabajador sea aval de un crédito vigente, la Dirección de Pensiones descontará el saldo pendiente de pago de dicho crédito y lo pagará al trabajador o sus beneficiarios a la liquidación del mismo.

ARTÍCULO 71.- La Dirección de Pensiones tiene la facultad de retener de la devolución de cuotas del trabajador que se retire sin derecho a pensión los adeudos que este tenga con la Dirección y que no hayan sido cubiertos previamente con su finiquito.
CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO

DE LOS PRÉSTAMOS 

ARTÍCULO 72.- Por préstamo quirografario se entiende el crédito concedido por la Dirección de Pensiones a favor de un trabajador en activo o pensionado suscribiendo un documento a favor de esta Dirección, en la que se ampare la cantidad recibida, más los intereses correspondientes.

ARTÍCULO 73.- Todo trabajador activo con más de 2 años de antigüedad o pensionado, tendrá derecho a que se le otorgue un crédito quirografario de conformidad con las posibilidades económicas de la Dirección, de acuerdo con lo establecido en el reglamento interior.

ARTÍCULO 74.- Los préstamos a que se refiere este capítulo causarán un interés anual, sobre saldos insolutos, de al menos la tasa de inflación más 3 puntos porcentuales anuales.

ARTÍCULO 75.- Para tener derecho a gozar del beneficio previsto en este capítulo el trabajador en activo, deberá tener una antigüedad efectiva de 2 años de haber ingresado al trabajo al servicio del Municipio.

ARTÍCULO 76.- El plazo máximo para su pago será de 2 años programando los pagos respectivos para que sean deducidos de su nómina. El monto de las deducciones por este concepto no podrá ser superior al 30% de la percepción mensual del trabajador en activo o pensionado.

ARTICULO 77.- En caso de fallecer el trabajador o pensionado, y tener adeudos al Patrimonio de la Dirección de Pensiones, se descontará la cantidad adeudada de las que habrán de recibir los beneficiarios.

ARTÍCULO 78.- Para hacer efectivos los préstamos que conceda, independientemente de poder hacer el descuento en las nóminas, la Dirección de Pensiones se reserva el derecho de ejercer para su cobro las vías que procedan conforme a la legislación correspondiente. 

ARTICULO 79.- Los créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria, se otorgarán de conformidad con las posibilidades económicas de la Dirección, de acuerdo con lo establecido en el reglamento interior.
CAPÍTULO DÉCIMO TERCERO

PREVENCIONES GENERALES

ARTÍCULO 80.- La Tesorería Municipal proporcionará a la Dirección de Pensiones las nóminas correspondientes de los trabajadores de planta inscritos en la propia dirección, proporcionando los informes que sean necesarios para lograr una mejor prestación de los servicios y beneficios sociales encomendados por el presente ordenamiento.

ARTICULO 81.- Los trabajadores activos, y pensionados deberán notificar a la Dirección de Pensiones el nombre de sus beneficiarios mediante carta testamentaria.

En la carta testamentaria sólo se podrá instituir como beneficiario a los comprendidos en el artículo 62 de esta ley, en el orden previsto en dicho precepto.

ARTÍCULO 82.- Los préstamos quirografarios se concederán por la dirección siempre que las reservas sean suficientes para garantizar preferentemente los beneficios que por jubilaciones, inhabilitación y muerte del trabajador, que concede la presente ley.

ARTÍCULO 83.- La separación por licencia sin goce de sueldo del trabajador o la suspensión de la relación de trabajo, se computará, para los efectos de esta Ley, como tiempo efectivo de servicio, en los siguientes casos:

I.- Cuando la licencia se conceda por período que no exceda de 6 meses, dentro de un período de trabajo de 36 meses;

Il.- Cuando la licencia se conceda al trabajador para desempeñar cargos públicos o comisiones sindicales, mientras duren dichos cargos o comisiones;

III.- Cuando el trabajador sufra prisión preventiva seguida de sentencia absolutoria mientras dure la privación de la libertad;

IV.- Cuando el trabajador fuere suspendido de su empleo conforme a la Ley, por todo el tiempo que dure la suspensión y mientras tanto no fuere reinstalado en su empleo por virtud del auto ejecutorio a su favor.

En los casos antes señalados el trabajadordeberá de pagar las cuotas y aportaciones a que se refiere el artículo 6o. de esta ley.

ARTÍCULO 84.- Los gastos de administración de la Dirección de Pensiones no podrán ser superiores al equivalente del 1.5% de la nómina de cotización. 

ARTÍCULO 85.- Los pensionados recibirán anualmente un aguinaldo equivalente a 30 días de la pensión que estén disfrutando.

CAPÍTULO DÉCIMO CUARTO

DE LA FORMA DE CUMPLIR LAS OBLIGACIONES

ARTÍCULO 86.- En contra de las resoluciones por las que se concedan o nieguen cualquier tipo de pensiones y o beneficios socialesestablecidos en la presente ley y demás disposiciones aplicables podrá oponerse el recurso de inconformidad. Deberá presentarse por escrito y el término para su interposición será de 15 días hábiles contados a partir de que surta efectos la notificación del acto impugnado y se realizará ante el órgano interno de control del Ayuntamiento. Es competente para resolverlo el cabildo como órgano máximo del Ayuntamiento.

CAPÍTULO DÉCIMO QUINTO

DISPOSICIONES EN MATERIA DE TRANSPARENCIA

ARTÍCULO 87.- Los acuerdos y documentación que se adopten y suscriban con motivo de las disposiciones contenidas en la presente ley, y por las autoridades en ella previstas estarán sujetas para su acceso y publicidad a lo establecido en la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Coahuila de Zaragoza

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- De conformidad a la fracción I del artículo 6 de esta Ley, el Municipio aportará al fideicomiso que se apertura de acuerdo con la cantidad de $1’000,000 (un millón de pesos 00/100 m.n.) a un plazo no mayor a 15 días a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.
 
TERCERO.- Los trabajadores que estén disfrutando una pensión a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, o tengan derecho adquirido a disfrutar de alguna de ellas, la mantendrán en los términos y condiciones en los que la hayan adquirido. 

CUARTO.- Aquellos trabajadores que se encuentren en activo a la entrada en vigor de esta Ley, y no se encuentren en el supuesto descrito en el transitorio anterior seránconsiderados como trabajadores en transición.

QUINTO.- Para los trabajadores en transición el sueldo regulador, será el promedio ponderado de los últimos sueldos de cotización, previa actualización mediante el Índice Nacional de Precios al Consumidor, de acuerdo al año en que alcance los requisitos para obtener una pensión al 100% conforme a la siguiente tabla:

	Año en que adquiere el derecho a la jubilación al máximo
	Número de años de sueldo a promediar

	2015

2016

2017

2018

2019

2020

2021

2022

2023

2024

2025 o más
	0

1

2

3

4

5

6

7

8

9

10


Para determinar el año en que cumpliría los requisitos para obtener una pensión al 100% se establecen en los  artículos sexto o séptimo transitorios.
 
SEXTO.- Para los efectos del artículo 37 de la presente Ley, el trabajador en transición tendrá derecho a la pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio al contar con al menos 30 años de servicio y cumplir con una edad mínima de acuerdo con la siguiente tabla dependiendo del año en que cumpla ambos requisitos:

 

	Año
	Edadmínimarequerida

	2015

2016-2017

2018-2019

2020-2021

2022-2023

2024-2025

2026-2027

2028-2029

2030 o posterior
	55

56

57

58

59

60

61

62

63


El monto de la pensión será el 100% del sueldo regulador establecido en el artículo quinto transitorio.

SÉPTIMO.- Para los efectos del artículo 38 de la presente Ley, el trabajador en transición tendrá derecho a la pensión por vejez al contar con 65 años de edad y al menos 15 años de servicio.

El monto de la pensión por vejez se calcularádependiendo de la antigüedad conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	55.00%

58.00%

61.00%

64.00%

67.00%

70.00%

73.00%

76.00%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	79.00%

82.00%

85.00%

88.00%

91.00%

94.00%

97.00%

100.00%


Estos porcentajes serán con relación al sueldo regulador definido en el artículo quinto transitorio.

OCTAVO.- Para los efectos del artículo 39 de la presente Ley, el trabajador en transición que cuente con al menos 15 años de servicio, podrá optar por una pensión anticipada por retiro a partir de los 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá un 5% con respecto al beneficio que le hubiere correspondido en la pensión descrita en los artículos sexto o séptimo transitorio, según sea el caso,  por cada año que le falte para cumplir con la edad descrita en los mismos.

NOVENO.- Para los trabajadores en transición,las aportaciones a cargo del patrón descritas en la fracción II del artículo 6 de esta Ley, serán de un porcentaje del sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2015
	16.0%

	2016
	17.0%

	2017
	18.0%

	2018
	19.0%

	2019
	20.0%

	2020 en adelante
	21.0%


DÉCIMO.- Las cuotas a cargo del trabajador en transición, descritas en la fracción III del artículo 6 de esta Ley, serán de un porcentaje de su sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2015
	4.0%

	2016
	4.5%

	2017
	5.0%

	2018
	5.5%

	2019
	6.0%

	2020
	6.5%

	2021
	7.0%

	2022
	7.5%

	2023
	8.0%

	2024
	8.5%

	2025
	9.0%

	2026
	9.5%

	2027
	10.0%

	2028 en adelante
	10.5%


DÉCIMO PRIMERO.- El Consejo emitirá un reglamento interno para el otorgamiento de créditos quirografarios en un plazo no mayor a 30 días hábiles.
DÉCIMO SEGUNDO.- El Consejo emitirá un reglamento interno para el otorgamiento de créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria en un plazo no mayor a 180 días hábiles.

DÉCIMO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente ley.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip, Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 21 de octubre de 2015.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.SERGIO GARZA CASTILLO

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a una propuesta de la iniciativa para reformar el Artículo 21 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, suscrita por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 1 del mes de septiembre del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  propuesta de Iniciativa a que se refiere este dictamen.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una propuesta de la iniciativa para reformar el Artículo 21 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, presentada por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la propuesta de la iniciativa para reformar el Artículo 21 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, suscrita por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En días pasados pudimos constatar como en algunas regiones del Estado, se registraron casos de explotación laboral donde lamentablemente estaban involucrados menores de edad.

Gracias a una oportuna intervención de las autoridades estatales, es que se rescataron a estas personas que laboraban en condiciones verdaderamente infrahumanas.

Al día de hoy, la Procuraduría General de Justicia del Estado ha iniciado ya las averiguaciones correspondientes, y actualmente se han desahogado algunas audiencias ante los órganos jurisdiccionales, en los que de manera ejemplar se han desarrollado las formalidades que exige el nuevo sistema de justicia penal, y muy pronto se dictarán las sentencias en contra de los que figuran como responsables en el presente caso.

Al respecto, cabe señalar que nuestro Código Penal de Coahuila establece en su artículo 307 lo siguiente:

“ARTÍCULO 307. PENALIDAD Y FIGURA TÍPICA DE TRATA DE PERSONAS, MENORES E INCAPACES. Se aplicará de ocho a quince años de prisión y multa a quien capte, reclute, enganche, traslade, entregue, reciba, promueva, solicite, ofrezca, facilite o consiga para sí o para un tercero a una o varias personas a través del engaño, la violencia física y/o psicológica, el abuso de poder, con fines de explotación sexual y/o laboral, la realización de trabajos o servicios forzados, esclavitud o practicas análogas a la esclavitud, servidumbre, venta de personas, matrimonio forzado y/o extirpación de órganos, tejidos o sus  componentes.

La pena máxima se incrementarán en una mitad más, cuando: 

I.
La víctima sea una persona menor de dieciocho años o mayor de sesenta años de edad, no tenga la capacidad para comprender el significado del hecho o de resistirlo o sea una persona en situación vulnerable; 

II.
El sujeto activo se valiese de su calidad de servidor público o se haya ostentado como tal, sin serlo. Además se impondrá la destitución del empleo, cargo o comisión públicos e inhabilitación para desempeñar por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta; 

III.
Obtenga algún beneficio económico o de cualquier otra índole, para sí o para una tercera persona; 

IV.
El sujeto activo tenga parentesco por consanguinidad o afinidad hasta en el cuarto grado, parentesco civil, habite en el mismo domicilio de la víctima o tenga una relación sentimental o de hecho con el sujeto pasivo; 

V.
Exista entre el sujeto pasivo y el activo una relación de confianza, cuidado, guarda o educación, o 

VI.
El sujeto activo sea un ministro de culto.”

Como se advierte de dicho artículo la pena aplicable en este tipo de casos va desde los 8 a los 15 años de prisión, pena que puede incrementarse en su pena máxima hasta en una mitad, cuando la víctima sea menor de 18 años.

Sin embargo, las penas antes señaladas no son aplicables al caso concreto, toda vez que el 14 de junio de 2012, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delito, razón por la cual, la legislación local no es aplicable en esta clase de tipos penales.

En este contexto, es dable apuntar que las penas que corresponden a este tipo de ilícitos son las consignadas en el Artículo 21 de la ley señalada en último término, el cual establece lo siguiente: 
“Artículo 21. Será sancionado con pena de 3 a 10 años de prisión, y de 5 mil a 50 mil días multa, quien explote laboralmente a una o más personas.

Existe explotación laboral cuando una persona obtiene, directa o indirectamente, beneficio injustificable, económico o de otra índole, de manera ilícita, mediante el trabajo ajeno, sometiendo a la persona a prácticas que atenten contra su dignidad, tales como:

I.
Condiciones peligrosas o insalubres, sin las protecciones necesarias de acuerdo a la legislación laboral o las normas existentes para el desarrollo de una actividad o industria;
II.
Existencia de una manifiesta desproporción entre la cantidad de trabajo realizado y el pago efectuado por ello, o

III.
Salario por debajo de lo legalmente establecido.”

Pues bien, como se desprende de la lectura del citado artículo, se puede deducir que están muy por debajo de las señaladas en nuestra legislación penal local, las cuales como se ha explicado anteriormente no resultan aplicables por existir una legislación federal que rige sobre el particular.

De igual forma, el numeral en comento de la ley federal antes citada, no contempla la posibilidad de aumentar la pena cuando se vean involucradas víctimas menores de edad, tal y como si lo establece la ley local.

En ese orden de ideas, el objetivo de la presente propuesta es que el Congreso del Estado de Coahuila presente ante el Congreso de la Unión una Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar el Artículo 21 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, planteando el aumento de la penalidad en aquellos casos de trata de personas en la que exista la explotación laboral.

Encuentra sustento lo anterior, lo dispuesto en el Artículo 71 de la Constitución General de la República, el cual dispone: 
“Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compete:

I. 
Al Presidente de la República;

II. 
A los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión;

III. 
A las Legislaturas de los Estados; y

IV. 
A los ciudadanos en un número equivalente, por lo menos, al cero punto trece por ciento de la lista nominal de electores, en los términos que señalen las leyes.”

TERCERO.- El derecho, es un fenómeno político en cuanto a su vigencia, está determinada por la categoría de imperatividad que otorga el Estado a un conjunto de normas que en cierta época declara obligatorias.

El orden jurídico como conjunto de normas atributivo y vigentes en una sociedad en un determinado momento, presenta al derecho como un fenómeno social, cultural y político, siendo este fenómeno social el derecho como creación humana, y por lo mismo, perfectible, siendo la regla del derecho la norma de conducta social que permite la convivencia, y facilita y asegura los derechos del hombre, por lo que la norma jurídica como regla de conducta social, sancionada por la coacción, debe tener como fin que reine el orden, al procurar la seguridad dentro de la justicia, así pues orden, seguridad, justicia y bien común, son valores del Estado de derecho que deben considerarse deseables dentro del marco jurídico.

Establecido lo anterior, resulta procedente la reforma propuesta, toda vez que tiene por objeto proteger de la explotación laboral a los grupos vulnerables como lo son los menores de edad, quedando claro que esta conducta es antisocial y vulnera los derechos humanos, al explotar laboralmente a las personas.

Quien atenta contra los derechos laborales de cualquier persona, no solo atenta contra el derechos a la libertad laboral, sino que menoscaba la dignidad de las personas y merece ser sancionado con una pena severa que inhiba este tipo de conductas.

Esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, una vez analizada la propuesta para reformar el Art. 21 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, a efecto de aumentar la penalidad en la comisión del delito de explotación laboral de personas, considera que el Pleno de este Congreso apruebe que se presente una iniciativa en el sentido anteriormente señalado, ante el H. Congreso de la Unión, conforme a las facultades que le concede la fracción III del Art. 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que se somete a su consideración y aprobación en su caso, el siguiente:

ACUERDO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se aprueba que la LX Legislatura del Congreso del Estado, en el ejercicio de la facultad que le concede la fracción III del Art. 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presente una iniciativa de reforma al Art. 21 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, a efecto de aumentar la penalidad de dicho delito, en aquellos casos en que exista la explotación laboral, para quedar en la forma siguiente:

ARTÍCULO UNICO.-Se reforma el Artículo 21 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, para quedar como sigue:

Artículo 21. Será sancionado con pena de 8 a 15 años de prisión, y de 5 mil a 50 mil días multa, quien explote laboralmente a una o más personas.

Existe explotación laboral cuando una persona obtiene, directa o indirectamente, beneficio injustificable, económico o de otra índole, de manera ilícita, mediante el trabajo ajeno, sometiendo a la persona a prácticas que atenten contra su dignidad, tales como:

I.
Condiciones peligrosas o insalubres, sin las protecciones necesarias de acuerdo a la legislación laboral o las normas existentes para el desarrollo de una actividad o industria;
II.
Existencia de una manifiesta desproporción entre la cantidad de trabajo realizado y el pago efectuado por ello, o

III.
Salario por debajo de lo legalmente establecido.

Las penas mínima y máxima se incrementarán en una mitad más, cuando la víctima sea una persona menor de dieciocho años o mayor de sesenta años de edad, no tenga la capacidad para comprender el significado del hecho o de resistirlo o sea una persona en situación vulnerable.

T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Diario Oficial de la Federación.

ARTÍCULO SEGUNDO.-La iniciativa a que se hace referencia en el apartado anterior, se sustenta en la exposición de motivos y consideraciones contenidas en el presente dictamen.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 399-bis del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por el Diputado Antonio Nerio Maltos y la Diputada Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,    
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 399-bis del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por el Diputado Antonio NerioMaltos y la Diputada Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 399-bis del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por el Diputado Antonio NerioMaltos y la Diputada Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa en la siguiente:

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En la última década principalmente entre las generaciones más jóvenes la utilización de las nuevas tecnologías como el internet mediante el cual se tiene acceso a la información  y a la comunicación entre las personas, ha dado pie al crecimiento por parte de éstas nuevas maneras de vincularse o estar comunicado socialmente, a la creación o exhibición de la personalidad en un espacio virtual, sin límites, mediante el uso de los administradores de servicios de redes sociales como Facebook, Twitter,  blogs entre otros, al mismo tiempo se han abierto nuevas vías de transmisión de la información, colaborando con ello de forma sobresaliente al desarrollo del derecho fundamental de la libertad de expresión e información. Sin embargo al mismo tiempo del desarrollo  y de los avances en la tecnología de las comunicaciones, se han venido originando conductas antisociales que afectan y vulneran a menores de edad las cuales se necesitan combatir. 

En este entorno debemos tener presente que a nivel internacional se han desarrollado diferentes herramientas jurídicas como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, donde se estipula que "el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidados especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento". En este contexto, con el fin de eliminar los abusos sexuales contra los menores se creó el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía mismo que fue ratificado por nuestro país el 15 de marzo de 2002  y con fecha de entrada en vigor para México el 15 de abril de 2002.

La Alianza por la Seguridad en Internet estima que en México, 11, 600,000 menores de edad en el país cuentan con internet, que 2, 088,000 han sido molestados en internet,  y el reporte de resultados de la encuesta básica de seguridad y privacidad en internet aplicada en el 2010 resalta que el 17% de los jóvenes de secundaria envió imágenes propias, desnudos o semidesnudos, a conocidos o extraños a través de un celular o una computadora. 

El acoso sexual ha cobrado en los últimos años una nueva forma de manifestarse como consecuencia de los instrumentos de los que se sirve el sujeto activo para llevarlo a cabo, esto es, las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación, particularmente el Internet que, como es sabido, representa para muchos niños, jóvenes y adultos  un componente significativo de su vida social. Las Nuevas Tecnologías de la Información permiten la comunicación mediante imágenes y vídeos, los cuales son intrínsecamente más explícitos y tienen un mayor impacto. 

El carácter novedoso de esta expresión antisocial hace que en el momento presente, no exista aún en nuestro Código Penal vigente en la entidad una figura típica que  defina de manera clara y adecuada este fenómeno como delito. Por lo cual, se advierte la necesidad de castigar el acoso sexual, transmitido por medio de un sistema informático aumentado la pena cuando el sujeto pasivo sea un menor de edado persona sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión.

Y además, deviene necesario implementar acciones, tendientes a sancionar en plenitud dichas conductas, es decir  no sólo a través de la imposición de una pena corporal, pues en la mayoría de los casos no obstante la obtención de una sentencia condenatoria, al tratarse de primo delincuentes es factible la obtención de un beneficio penal, lo que implica que el sentenciado puede ejecutar la pena en libertad a través del pago de una multa o el cumplimiento de ciertas obligaciones. Ello genera entonces, que tenga acceso nuevamente a las tecnologías de la información, a redes sociales, a medios informáticos, etcétera, como herramientas para cometer el tipo penal nuevamente (cuando se utilizó el medio informático para ello). 

Por lo tanto, es necesario regular lo concerniente a estos casos, adicionando una pena accesoria a la corporal, como medida tendiente a garantizar que quien ha cometido el delito de acoso sexual a través de medios informáticos o redes sociales, no tenga acceso a ellas,  hasta en tanto se haya cumplido con la pena impuesta. Así,  se propone agregar la facultad al juzgador para imponer como sanción (además de la pena de prisión), la prohibición del uso de medios informáticos, hasta por un plazo o término igual a la pena impuesta al caso concreto. 

En ese orden de ideas es que actualmente el citado artículo estipula literalmente lo siguiente:

ARTÍCULO 399-BIS SANCIONES Y FIGURA TIPICA DE ACOSO SEXUAL.

“Se aplicará de uno a cinco años de prisión y multa, a quien con fines lascivos asedie, acose en cualquier forma o solicite favores de naturaleza sexual a cualquier persona, para sí o para un tercero. 

Será punible el acoso sexual cuando el sujeto activo pueda causar un daño personal, laboral, educativo, profesional o patrimonial.

(REFORMADO, P.O. 19 DE AGOSTO DE 2011)

Las sanciones mínima y máxima se aumentarán en un tercio más si el sujeto activo fuere servidor público y utilizaré los medios propios del cargo, y será destituido e inhabilitado para ocupar empleo, cargo o comisión en el servicio público por un período de uno a cinco años.”

(ADICIONADO, P.O. 25 DE NOVIEMBRE DE 2005)

De esta manera, la redacción del Artículo en mención se muestra imprecisa y desactualizada, generando impunidad y un vacío de justicia ante este tipo de delito.Los motivos referidos con antelación menoscaban los derechos de los grupos con mayor grado de vulnerabilidad como lo son los menores de edad y los incapaces quienes se encuentran frente al riesgo de sufrir en este tipo de conducta penal un daño en su desarrollo y bienestar como consecuencia de actos de contenido sexual perjudiciales para el libre desarrollo de su personalidad, perjudicando su esfera sexual en aras de que llegado el momento sean realmente libres de decidir al respecto, por lo que consecuentemente  resulta inaplazable que se realice el ajusteesencialal citado artículo con el objeto de que los transgresores no puedan eludir a las autoridades  por motivo de lagunas o vacíosjurídicoscuando atropellen los derechos de las personas especialmente de los menores de edad y los incapaces.

Por ello, proponemos tipificar como delito de acoso sexual, la conducta consistente en actos de quien, sin consentimiento del sujeto pasivo y con propósitos lascivos o erótico-sexuales, grabe, envíe, transfiera, reproduzca, guarde, sugiera, oferte, publique, exhiba, importe o exporte de cualquier forma, imágenes, textos, sonidos o la voz, de una persona; sea en forma directa, informática, audiovisual, virtual o por cualquier otro medio.De igual forma planteamos que la pena se incremente en un tercio si el sujeto pasivo del delito fuera menor de edad o persona sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión. Por lo cual y en virtud de la responsabilidad del legislador de crear normas justas con la finalidad de proteger en todo momento la esfera jurídica de los ciudadanos, es que se expone la presente Iniciativa de reforma objeto de las anteriores consideraciones.

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa que nos ocupa en el presente dictamen, consideramos necesarias las reformas propuestas al Artículo 399-BIS del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de tipificar como delito de acoso sexual, la conducta consistente en actos de quien, sin consentimiento del sujeto pasivo y con propósitos lascivos o erótico sexuales graves, envíe, transfiera, reproduzca, guarde, oferte, publique y exhiba, importe o exporte de cualquier forma imágenes, textos o sonidos de una persona, sea en forma directa o a través de los medios informáticos, audiovisuales y virtuales o por otro cualquier medio, asimismo, se propone aumentar la pena, cuando la víctima de dichos delitos sea menor de edad o persona si capacidad para comprender los significados de dichos hechos.

Por lo anterior, consideramos que efectivamente el uso de nuevas tecnologías, nos obliga como legisladores a proteger la integridad de las personas que puedan ser víctimas de conductas antisociales a través de estos medios electrónicos, además de que como se señala, un 17% de los jóvenes que utilizan el internet, han sido víctimas de imágenes propias o desnudos o semi desnudos a través de los medios electrónicos como el celular o las computadores, según datos de la Alianza por la Seguridad en Internet, por estas razones, consideramos necesarias las modificaciones propuestas en la presente Iniciativa.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el párrafo primero y tercero del Artículo 399-BIS del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 399-BIS SANCIONES Y FIGURA TIPICA DE ACOSO SEXUAL.

Se aplicará de uno a cinco años de prisión y multa a quien con fines lascivos o erótico-sexuales, ya sea de manera directa, a través de medios informáticos, audiovisuales, virtuales o de cualquier otra forma, asedie o acose a una persona o le solicite favores de naturaleza sexual  para sí o para un tercero.

Si la acción se realiza a través de medios informáticos, se impondrá además, la prohibición de comunicarse a través de dichos medios o redes sociales, hasta por un tiempo igual a la pena impuesta. 

Será punible el acoso sexual cuando el sujeto activo pueda causar un daño personal, laboral, educativo, profesional o patrimonial.

Las sanciones mínima y máxima se aumentarán en un tercio más si el sujeto activo fuere servidor público y utilizare los medios propios del cargo, y será destituido e inhabilitado para ocupar empleo, cargo o comisión en el servicio público por un período de uno a cinco años. Igualmente, si el sujeto pasivo del delito es menor de edad o persona sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión.”

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Deporte y Juventud de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifica el nombre del capítulo VI del Título V, y se adicionan los artículos 76 bis 1 y 76 bis 2 de la Ley de Cultura Física y Deporte  del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 19 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Deporte y Juventud, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Deporte y Juventud, iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifica el nombre del capítulo VI del Título V, y se adicionan los artículos 76 bis 1 y 76 bis 2 de la Ley de Cultura Física y Deporte  del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 101, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifica el nombre del capítulo VI del Título V, y se adicionan los artículos 76 bis 1 y 76 bis 2 de la Ley de Cultura Física y Deporte  del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La práctica del deporte ha adquirido una relevancia en los últimos años, las entidades de los diversos órdenes de gobierno ponen en práctica programas que estimulen a la población a ejercitarse, ya que el deporte, es una actividad que incide directamente en la salud. El derecho a la cultura física y la práctica del deporte, se encuentra ya reconocido como una garantía individual consagrada en el último párrafo del artículo cuarto constitucional, corresponde al Estado, su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la materia, dispone el dispositivo constitucional en mención.


Atendiendo a lo anterior, en el año 2014, fueron aprobadas  por el Congreso de la Unión, diversas reformas y adiciones a la Ley General de Cultura Física y Deporte, con la finalidad de garantizar la integridad física de los asistentes  y competidores en recintos que son destinados a la práctica de un deporte, lo anterior con la finalidad de contar con  regulación que permita inhibir los actos que pongan el riesgo a espectadores y a quienes compiten, además de salvaguardar el patrimonio de quienes invierten para que algún deporte profesional pueda ser disfrutado por las familias. 


Dicha reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 9 de mayo de 2014, estableciéndose en el artículo segundo transitorio la obligación de las legislaturas Locales de adecuar las disposiciones legales Estatales a lo previsto en dicha reforma.

Por lo que atendiendo a dicho mandato, y en atención a los lamentables hechos ocurridos en recintos deportivos en los últimos días, se hace necesaria la presentación de la presente iniciativa medite la cual se  armoniza la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila  con la Ley General de la materia a la que se hizo mención con anterioridad

Si bien, la Ley que se pretende modificar ya plantea algunos aspectos de la Ley General como lo es la creación de una Comisión Local contra la violencia en el deporte, la cual se encuentra regulada en el artículo 64 de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza y  se establece la forma de su composición, funcionamiento y atribuciones; carece de incluir las conductas tipificadas como delitos en la Ley General. La presente iniciativa  que se plantea tiene por objeto sancionar y erradicar cualquier tipo de violencia en instalaciones deportivas y sus inmediaciones con la finalidad de salvaguardar la integridad física de competidores y espectadores así como los bienes patrimoniales que se encuentren en los recintos deportivos.

Es por ello y conforme a lo establecido en la Ley General de Cultura Física y Deporte,  con la armonización que es propuesta, se modifica el nombre del Capítulo VI del Título V, se adicionan los artículo 76 BIS 1 y 76 BIS 2, en el primer numeral,  se contempla el Delito Especial de VIOLENCIA EN EVENTOS DEPORTIVOS y se contienen sanciones de carácter penal  a quien realice las siguientes conductas; lance objetos contundentes que pongan en riesgo la integridad física de las personas o dañen objetos, ingresen sin autorización a los campos de juego y agredan a las personas y/o causen daño en las cosas, participe en riñas, inciten a otros a cometer hechos violentes, introduzcan armas de fuego o explosivos a los recintos deportivos o a sus inmediaciones. A los sujetos activos de tales conductas se les aplicarán sanciones de acuerdo al delito cometido que van desde restricción de acceder a espectáculos deportivos hasta por 5 años, multas de 5 a 90 días de salario mínimo general vigente en el Estado, y hasta penas privativas de la libertad que oscilan entre los seis y los cuatro años y medio, lo anterior sin perjuicio de la responsabilidades administrativas, civiles y penales que ameriten los hechos. 

Al contar nuestra entidad federativa con un cuerpo normativo  especial que regula como lo es la que pretende modificar y adicionar, regulan el derecho a la cultura física y el deporte, así como la prevención de la violencia en los espectáculos deportivos, no se considera incluir un nuevo tipo penal en el Código Penal del Estado de Coahuila, ya que el delito de VIOLENCIA EN EVENTOS DEPORTIVOS, por su naturaleza adquiere el matiz de delito especial, el cual es definido como el conjunto de normas jurídicas relativas a los delitos, penas y medidas de seguridad, tipificadas en leyes o tratados internacionales de naturaleza distinta a la Penal.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que no es exacto que la ley penal este constituida exclusivamente por el Código de la materia sino que al lado del mismo se encuentran numerosas disposiciones dispersas en diversos ordenamientos y no por ello estas normas pierden su carácter de penales, pues basta que establezcan delitos e impongan penas para integrar junto con el Código una Ley Penal, al respecto el artículo 25 del Código Penal del Estado del estado de Coahuila, a la lera dispone:
Artículo 25 (Aplicación subsidiaria del código penal) 

Cuando se cometa un delito no previsto en este código, pero sí en una ley especial, respecto al que sean competentes los jueces penales del Estado de Coahuila de Zaragoza, se aplicará la última, y sólo en lo no previsto por la misma se aplicarán las disposiciones de este código. 

Con lo anterior, se pretende dejar en claro que cualquier conducta que encuadre en las descritas en el artículo 76 BIS 1 que se propone, tendrá el tratamiento como cualquier otro delito de los que se contienen en la legislación penal. 
TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y justicia y la de Deporte y Juventud, coincidimos con el ponente de la iniciativa, con la finalidad de homologar la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, con la Ley General de Cultura Física y Deporte Federal, expedida por el Congreso de la Unión.

Por lo que consideramos procedente las reformas a los Artículos 76 BIS 1 y 76 BIS 2, a fin de incluir las conductas tipificadas como delito dentro de la Ley General de Cultura Física y Deporte, estableciendo en nuestro ordenamiento local el objetivo de erradicar y sancionar cualquier tipo de violencia en las instalaciones deportivas y sus inmediaciones, salvaguardando con ello la integridad física de los competidores y de los espectadores, así como al patrimonio deportivo que se encuentra en los recintos en que se practica el deporte.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se modifica el nombre del Capítulo VI del Título V, y se adicionan los  Artículos 76 BIS 1 y 76 BIS 2 de la Ley de Cultura Física y Deporte  del Estado de Coahuila de Zaragoza,publicada del Periódico Oficial el 17 de junio de 2014; para quedar como sigue:

CAPÍTULO VI

INFRACCIONES, SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y DELITOS 

ARTÍCULO 76 BIS 1.- Comete el delito de violencia en eventos deportivos, el espectador o cualquier otra persona que sin ser juez, jugador o parte del cuerpo técnico de los equipos contendientes en eventos deportivos masivos o de espectáculo y encontrándose en el interior de los recintos donde se celebre el evento, en sus instalaciones anexas, en sus inmediaciones o en los medios de transporte organizados para acudir a los mismos, realice por sí mismo o incitando a otros, cualquiera de las siguientes conductas:

I. Lance objetos contundentes que por sus características pongan en riesgo la salud o la integridad de las personas. En este supuesto, se impondrán de seis meses a dos años de prisión y multa de cinco a treinta días de salario mínimo general vigente en el estado.

II. Ingrese sin autorización a los terrenos de juego, o al área donde se desarrolle el evento y agreda a las personas o cause daños materiales. Quien incurra en esta hipótesis será sancionado con prisión de seis meses a tres años y Multa de diez a cuarenta días de salario mínimo general vigente en el estado.

 La sanción anterior se incrementara en dos terceras partes cuando la agresión a una persona la efectúen dos o más individuos.

III. Participe activamente en riñas, lo que se sancionará con prisión de seis meses a cuatro años y multa de diez a sesenta días de salario mínimo general vigente en el estado.

IV. Incite o genere violencia, se considera incitador a quién dolosamente aliente a otro u otros para que participen en riñas o agresiones físicas a las personas o los bienes.

V. Cause daños materiales en los bienes muebles o inmuebles que se encuentren en el propio recinto deportivo, en sus instalaciones anexas o en las inmediaciones; o,

VI. Introduzca al recinto o a sus instalaciones anexas, armas de fuego, explosivos o cualquier arma prohibida en términos de las leyes aplicables.

Quien incurra en las conductas previstas en las fracciones IV, V y VI de este artículo, será sancionado con prisión de un año seis meses a cuatro años seis meses y multa de veinte a noventa días de salario mínimo general vigente en el estado.

A quien resulte responsable de los delitos previstos en este artículo, se le impondrá también la suspensión del derecho a asistir a eventos deportivos masivos o con fines de espectáculo, por un plazo equivalente a la pena de prisión que le resulte impuesta.

Cuando en la comisión de este delito resulten dañados bienes de la nación o afectados servidores públicos federales en el ejercicio de sus funciones, conocerán las autoridades del fuero Federal.

No se castigará como delito la conducta de un asistente a un evento deportivo masivo o de espectáculo, cuando su naturaleza permita la interacción con los participantes. 

Las personas que, directa o indirectamente, realicen las conductas previstas en este artículo serán puestas inmediatamente a disposición de las autoridades correspondientes, para que siguiendo el  el debido proceso y la plena observancia de los derechos humanos de los presuntos inculpados se investigue su probable responsabilidad y en su caso se garantice la reparación del daño.

En las conductas no sancionadas por esta Ley, se estará a lo que establece el Código Penal del Estado.

ARTICULO 76  BIS 2.- Para los efectos establecidos en este Capítulo, el Estado a través del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado conformará el padrón de personas sancionadas con suspensión del derecho de asistir a eventos deportivos, en el cual quedarán inscritas las personas a quienes se les imponga como sanción la prohibición temporal de asistencia a eventos deportivos masivos o con fines de espectáculo. Este padrón formará parte del banco de datos del Sistema de Seguridad Pública, la información en él contenida será confidencial y su acceso estará disponible únicamente para las autoridades de la materia, quienes no podrán usarla para otro fin distinto a hacer efectivas las sanciones de prohibición de asistir a eventos deportivos masivos o con fines de espectáculo.

Su organización y funcionamiento se regirán por lo que disponga el Reglamento que al efecto se expida en términos de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado  de Coahuila.

La inscripción en este padrón será considerada información confidencial y únicamente tendrá vigencia por el tiempo de la sanción, transcurrido el cual, deberán ser eliminados totalmente los datos del interesado.

T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Deporte y Juventud de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva(Secretaria) Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez,Dip. José Armando Pruneda Valdez (Coordinador),  Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza (Secretario), Dip. Javier Díaz González, Dip. Sonia Villarreal Pérez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 96 bis, y se adiciona un tercer párrafo al artículo 96 bis y el inciso “d” al artículo 156, de la Ley Estatal de Salud, suscrita por las Diputadas Georgina Cano Torralva y Martha Hortensia Garay Cadena; 
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 1 del mes de septiembre del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 96 bis, y se adiciona un tercer párrafo al artículo 96 bis y el inciso “d” al artículo 156, de la Ley Estatal de Salud, y
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 100, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 96 bis, y se adiciona un tercer párrafo al artículo 96 bis y el inciso “d” al artículo 156, de la Ley Estatal de Salud, se basa entre otras en la siguiente:  
E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha señalado que la obesidad infantil es uno de los problemas de salud pública más graves del siglo XXI, el problema de obesidad infantil es mundial y está afectando progresivamente a muchos países en todos los sectores de la población. 

Se calcula que en el año 2010 había 42 millones de niños con sobrepeso en todo el mundo; en México, en los últimos años se ha incrementado de manera considerable la población que padece de sobrepeso y obesidad; datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición indican que uno de cada tres adolescentes de entre 12 y 19 años presenta sobrepeso u obesidad. 
Los niños obesos y con sobrepeso tienden a seguir siendo obesos en la edad adulta y tienen más probabilidades de padecer a edades más tempranas enfermedades como la diabetes y las enfermedades cardiovasculares, y a largo plazo, la obesidad favorece la aparición de enfermedades tales como diabetes, infartos, altos niveles de colesterol o insuficiencia renal, entre otros.

A manera de ejemplo se puede decir que la diabetes es el mayor problema al que se enfrenta el sistema nacional de salud, es la principal causa de muerte en adultos, la primera causa de demanda de atención médica y la enfermedad que consume el mayor porcentaje de gastos en las instituciones públicas.

Aunado a las enfermedades que la obesidad ocasiona, los niños con sobrepeso en muchas ocasiones, además de enfrentarse con la dificultad que el sobrepeso representa para el desempeño de una serie de actividades entre ellas las deportivas, son víctimas de bullying o acoso escolar, lo que provoca aislamiento y en algunos casos depresión.

El sobrepeso, la obesidad, y las enfermedades conexas son en gran medida prevenibles; de manera que es importante que se dé prioridad a la cultura de prevención de la obesidad infantil; y con ello tomar en consideración que las causas básicas de este problema son sin duda alguna la cultura alimentaria y el desbalance energético que produce la mala nutrición; la experiencia demuestra que una correcta alimentación previene los problemas de sobrepeso y obesidad.

Las acciones para prevenir y erradicar el sobrepeso y obesidad en las primeras etapas de la vida son de suma importancia en el combate a la obesidad en la vida adulta.

Por ello es importante generar conciencia ciudadana sobre la cultura alimentaria que debe prevalecer en los niños y niñas, debido a que en la medida en que consuman alimentos más sanos tendrán una mejor calidad de vida en el futuro. 

Si tomamos medidas desde edad temprana a través de la alimentación, podremos prevenir los actuales problemas de padecimientos de enfermedades tales como la obesidad, diabetes, hipertensión, entre otras; por tanto desde ahora debemos impulsar la promoción de un estilo de vida más sano, y una educación nutricional que contribuya a que la población mexicana elija las decisiones saludables en materia de productos alimenticios.

 Es de reconocer que en nuestro Estado, se ha tratado de erradicar la obesidad y sobrepeso infantil, sin embargo, no obstante las estrategias implementadas a favor de la salud y la activación física, persisten los malos hábitos alimenticios; el 70% de los adultos presenta sobrepeso u obesidad, mientras que a nivel infantil la afectación es de 30 por ciento.

Pues bien, en este orden de ideas, debemos de tomar en cuenta la creciente oferta a nuestros niños y niñas de productos con alto contenido de grasas y azúcares refinados y bajo contenido de fibra.

 La disponibilidad de este tipo de productos no solo se presenta en las escuelas sino que nuestros niños tienen fácil acceso a ellos en cualquier tienda de auto-servicio, o establecimiento de comida rápida y por otra parte, considerando que los niños y niñas o bien sus padres, desearan adquirir para consumo una comida o bebida saludable, no se encuentran disponibles este tipo de alimentos o bebidas en los establecimientos ya mencionados, por lo cual, difícilmente cambiarán sus hábitos mientras no exista oferta de productos saludables para su consumo. Un ejemplo claro es el siguiente: cuando preguntas en un restaurante que bebida tienen en su menú para niños, la respuesta generalmente es: refresco y te dan las opciones de diferentes sabores de refresco gaseoso, si preguntas por alguna otra bebida, te ofrecen algún jugo que en realidad no es 100% jugo, sino jugo artificial también con un alto contenido en azúcar y saborizantes artificiales y ahí terminan las opciones de bebida para niños, si solicitas agua, entonces generalmente tiene un precio adicional y te entregan una botella de tamaño que los niños no pueden sostener para beber.  En el caso de las tiendas de autoservicio como bebidas para niño ofrecen jugos artificiales, leche con saborizante de chocolate, fresa o vainilla, también con alto contenido en grasa y azúcar, o bien, agua en tamaño “adulto” por así decirlo, o refresco gaseoso que si viene en presentaciones de todos tamaños. 

En la resolución del Comité Ejecutivo de la OPS (Organización Panamericana de la Salud) del año 2008 se recomendó crear alianzas para involucrar al sector privado y a la sociedad civil para que los consumidores estén bien informados, las opciones saludables estén disponibles y accesibles con mayor frecuencia y se implementen programas que promuevan estilos de vida saludables en los lugares de trabajo.

Que se desarrollen entornos propicios que contribuyan a prevenir y tratar la obesidad y la diabetes mediante mayores oportunidades para realizar actividad física y elegir opciones de alimentación más saludable en colaboración con los sectores ajenos al de la salud pública. 

Por ello, a fin de promover en los niños y niñas hábitos alimenticios sanos, y así prevenir mayores problemas de salud a causa de la obesidad tales como la diabetes, hipertensión arterial, aumento de triglicéridos, colesterol, entre otros, padecimientos que anteriormente eran exclusivos de los adultos, se propone reformar el artículo 96 bis y 156 de la Ley Estatal de Salud, adicionando un tercer párrafo al primer numeral citado, y el inciso “d” al segundo precepto legal mencionado.

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa con proyecto de:
D E C R E T O

ARTÍCULO UNICO.- Se modifican los artículos 96 bis y 156 de la Ley Estatal de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 96 bis.La Secretaría de Salud diseñará programas para promover el consumo de alimentos de alta calidad nutricional en las instituciones de educación preescolar, primaria y secundaria dependientes de la Administración Pública del Estado e incorporadas a las mismas.

Asimismo, en coordinación con la Secretaría de Educación y la participación de los sectores social y privado, promoverá que los alimentos, productos y bebidas que se ofrezcan en las instituciones de educación señaladas en este artículo, contengan bajo contenido de sodio, grasa, colesterol, calorías, azúcar, nulo contenido de gluten y alto contenido de fibra.

Además en coordinación con la Secretaría de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo y los Ayuntamientos del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Secretaría de Salud fomentará que los establecimientos destinados a la venta de comida rápida, restaurantes, y tiendas de auto-servicio oferten alimentos saludables y bebidas de bajo contenido en azúcar y grasas tales como leche baja en grasa y sin saborizantes, jugos naturales, y agua purificada en presentación de trescientos mililitros o menor, dirigidas al consumo de niñas y niños.   

Lo anterior, estipulando la autoridad competente como requisito para la procedencia de los permisos pertinentes a dichos establecimientos, la oferta de los alimentos y bebidas antes mencionados dentro del menú ofrecido al público.

Artículo 156. …

…

a) 
ac)…

d)
Ofertar alimentos saludables y bebidas de bajo contenido en azúcar y grasas tales como leche baja en grasa y sin saborizantes, jugos naturales, y agua purificada en presentación de trescientos mililitros o menor, dirigidas al consumo de niñas y niños.   

…

I.  
a IV. …

…

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.  Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, Dip. Lariza Montiel Luís, Dip. Ana Isabel Durán Piña.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 14 deoctubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Artículo 119, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, así como el Artículo 255 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 3 del mes de septiembre del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Artículo 119, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, así como el Artículo 255 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Artículo 119, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, así como el Artículo 255 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Los ordenamientos legales, son las normas bajo las cuales vive una sociedad, permiten la convivencia de los individuos de forma adecuada, quienes se encargan de vigilar y dar cumplimiento a estas normas, son personas nobles que buscan la aplicación de la ley con justicia, porque el espíritu del derecho implica una suma de valores que requieren compromiso, dedicación, honestidad, lealtad etc.

La palabra abogacía proviene del vocablo "abogado" concuerda con su significado; en efecto, deriva del latín advocaras (así se le denominaba en Roma), que significa "llamado ", porque precisamente era el llamado para la defensa de los derechos de las personas en asuntos difíciles. En conclusión las y los abogados son aquellas personas que defienden los derechos jurídicos de una o varias personas.

Las y los abogados deben aprender a ejercer su carrera, con valores éticos, morales y sociales, para que sirvan a la comunidad, y que dediquen su vida al litigio y a la defensa de los intereses de una comunidad, esas mismas personas, hoy se ven opacados por oportunistas, tinterillos que lesionan y desvirtúan una de las profesiones más nobles que existen, estos, quienes con dolo, mala fe y con un sentimiento de lucro indebido engañan a inocentes para obtener un poco de ganancia, intentando llevar un procedimiento judicial sin contar con los conocimientos básicos para ejercer esta profesión.

Actualmente, el ordenamiento legal que traigo a esta tribuna para su reforma, permite que vividores estafen a las y los coahuilenses que se encuentran inmersos en un conflicto jurídico, mismos que por la desesperación acuden ante estos lugares poco conocidos, pensando que su situación jurídica será resuelta a la brevedad, pero la realidad es que se encuentran con una triste verdad, que opaca sus deseos de justicia, son timados con el cobro de altos honorarios por la resolución del problema, confiados en la palabra de aquel o aquella quien se dice abogada o abogado, y que conforme avanza el tiempo en el proceso, abandonan el asunto, estas personas que prometieron su defensa, no tienen los requisitos establecidos por la norma, para el desempeño de la profesión de licenciados en derecho y peor aún no cuentan con el conocimiento necesario para una defensa adecuada.

Lo anterior es un desprestigio para quien si tiene la vocación y el compromiso de su profesión y de la defensa de los derechos de las y los ciudadanos.

El punto es que, la falta de consecuencias a las acciones negativas permiten que esto ocurra cada vez más a menudo, quienes tienen la representación legal y cobran el juicio, se deslindan cuando se tiene una diligencia en el Juzgado ante la autoridad, pues no están legitimados para realizar estas acciones y es ahí donde el Estado cobra un alto precio, pues la figura de defensoría de oficio, creada para quienes lo necesitan, entra, para no dejar en estado de desprotección a quienes son solo una víctima de este tipo de personas. 

La reforma pretende establecer sanciones a quienes abandonen a sus clientes, además de las penas en las que puedan incurrir por la comisión de algún delito, y de esa manera exista una consecuencia a sus acciones, pues a la fecha, son infinidad de casos en los Juzgados, que cuentan con estas características, y lo peor de la situación es que las víctimas, no lo perciben así, pues los que se dicen abogados, les mienten utilizando sus astucia, con el pretexto de que tienen una audiencia más a esa hora, y los abandonan, por lo que propongo que se establezcan sanciones pecuniarias al respecto.

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa que nos ocupa en el presente dictamen, la cual como se señala, tiene como objeto establecer sanciones a quienes abandonen a sus clientes dentro de algún proceso judicial, señalando la ponente que las víctimas en muchas ocasiones no perciben esta clase de ilícitos, pues los que se dicen ser abogados, les mientes utilizando su astucia, con el pretexto de que tienen diversas audiencias y los abandonan.

Analizado lo anterior, quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, consideramos que en estos momentos es improcedente la propuesta de reforma al Art. 119 del Código Procesal Civil y al 255 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, lo anterior por las siguientes consideraciones:

Efectivamente, como lo señala la ponente, las y los abogados deben aprender a ejercer su carrera con valores éticos, morales y sociales, para que sirvan a la comunidad y que dediquen su vida al litigio y a la defensa de los intereses de nuestra comunidad.

Atendiendo a lo anterior, efectivamente, es obligación del Estado, proteger a toda persona que tiene derecho a una defensa digna ante los tribunales, y actualmente nuestro orden legal, a través de sancionar penalmente este tipo de conductas, ha establecido en el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, en sus Artículos 233 y 237 textualmente lo siguiente:

ARTÍCULO 233. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE DELITOS DE ABOGADOS, PATRONOS Y LITIGANTES. Se aplicará prisión de uno a seis años y multa, inhabilitación de seis meses a dos años del derecho de ejercer la actividad profesional y privación definitiva de dicho derecho en caso de reincidencia, al abogado, patrono, defensor, o litigante que:

I. ABANDONO INJUSTIFICADO DE ASUNTOS. Abandone una defensa o negocio sin causa justificada.

II. ASISTENCIA JURÍDICA DUAL CONTRADICTORIA.​ Asista, patrocine o defienda simultáneamente a dos o a más personas con intereses claramente opuestos en un mismo proceso o procedimiento, o en procesos o procedimientos con acciones conexas. 

III. ALEGATOS FALSOS. Alegue a sabiendas hechos falsos.

IV. PROMOCIÓN PROCESAL ANTIJURÍDICA. Pida términos para probar lo que en forma evidente no puede probarse o no ha de aprovechar a quien asista, defienda o patrocine; o promueva incidentes o recursos manifiestamente improcedentes; o de cualquier otro modo procure dilaciones que sean claramente ilegales.

V. NEGLIGENCIA EN LA DEFENSA DE CAUSAS PENALES. En causas penales sólo acepte el cargo o pida la libertad caucional del inculpado; o no promueva pruebas que claramente deba ofrecer.

VI. PROMOCIÓN O INTERVENCIÓN CON FALSEDAD EN JUICIO, PROCESO O PROCEDIMIENTO JUDICIAL, ADMINISTRATIVO O DE CUALQUIER ORDEN LEGAL. A sabiendas afirme o alegue hechos falsos; o presente documento falso o alterado; para que se inicie o continúe un juicio, proceso o procedimiento, sea administrativo, judicial o de cualquier orden legal; o dentro de cualquiera de aquellos y sin hacerlo del conocimiento de la autoridad que conozca, presente u ofrezca documento falso o alterado, o un testigo falso; o por sí o por otro haga que un testigo declare con falsedad en el curso de aquéllos.

Este delito se perseguirá de oficio.

ARTÍCULO 237.SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE PERJURIO O FALSEDAD EN DECLARACIONES. Se aplicará de seis meses a seis años de prisión y multa:

I. PERJURIO O FALSEDAD ANTE AUTORIDAD DISTINTA A LA JUDICIAL. A quien se conduzca con falsedad cuando declare oralmente o por escrito ante alguna autoridad pública distinta de la judicial, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas; aún sin que se le tome protesta para que se conduzca con verdad o sin que se le advierta que incurriría en delito si se conduce con falsedad.

II. PERJURIO ANTE AUTORIDAD JUDICIAL. A quien afirmando, negando u ocultando datos en su declaración, se conduzca con falsedad ante la autoridad judicial cuando se le examine como testigo, tenga o no tenga ese carácter; o cuando intervenga como perito, intérprete o traductor y de igual forma se conduzca con falsedad sobre cualquiera circunstancia que sea relevante para establecer el sentido del dictamen, su ampliación o aclaración; o en la interpretación o traducción del documento o declaración. 

La pena de prisión se podrá aumentar hasta quince años, cuando en sentencia del orden penal se le dé fuerza probatoria al testimonio, peritaje, interpretación o traducción falsos; siempre y cuando sea en forma determinante para condenar al inculpado y la pena de prisión que se le imponga sea superior a quince años.

III. PERJURIO CON RELACIÓN A DOCUMENTO. A quien con cualquier carácter se le examine con arreglo a derecho por una autoridad y niegue falsamente que es suya la firma conque suscribió un documento; o respecto de éste afirme un hecho falso; o lo alterne con uno verdadero; o niegue éste o sus circunstancias sustanciales.

Este artículo será inaplicable al inculpado en un procedimiento penal.

Establecido lo anterior, y como puede observarse, de dicho ordenamiento se desprende que ya existe una sanción penal, para quienes abandonen la defensa injustificada en asuntos judiciales, estableciéndose una sanción de uno a seis años de prisión y una inhabilitación de seis meses a dos años del derecho de ejercer la actividad profesional y la privación definitiva de dicho derecho en casos de reincidencia al abogado, patrón, defensor o litigante que entre otros, abandone la defensa, además de establecerse una multa, que conforme a los Artículos 63 y 127 y demás relativos del Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se establece la facultad de hacer efectivas dichas multas, al señalarse que la aplicación de las multas, por infracciones a las disposiciones fiscales, se hará independientemente de que se exija el pago de las contribuciones respectivas y sus demás accesorios, así como de las penas que impongan las autoridades judiciales cuando se incurra en responsabilidad penal.

Lo anterior, además de señalarse en el Código Fiscal del Estado en sus Art. 127 y demás relativos en la forma en que se establece como hacer efectivas dichas multas, establecidas en el Código Penal, mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución Fiscal.

Por las consideraciones que anteceden, consideramos improcedente la propuesta de reforma al Art. 119 del Código Procesal Civil y al 255 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que sometemos a su consideración, y en su caso aprobación el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO.- Se considera no procedente aprobar la Iniciativa con propuesta de reforma al Art. 119 del Código Procesal Civil y al 255 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el primer párrafo del inciso a, fracción primera del Artículo 18, así mismo se modifique lo establecido en el numeral IV, inciso a) fracción 1 del Artículo 45 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza; y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 11 del mes de marzo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia. 

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral, iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el primer párrafo del inciso a, fracción primera del Artículo 18, así mismo se modifique lo establecido en el numeral IV, inciso a) fracción 1 del Artículo 45 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza; y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 82, 84 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.
SEGUNDO.-Que la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el primer párrafo del inciso a, fracción primera del Artículo 18, así mismo se modifique lo establecido en el numeral IV, inciso a) fracción 1 del Artículo 45 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza; y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Los diputados de los diversos partidos que aquí suscribimos, tenemos claro el compromiso de empoderar al ciudadano, y de hacer realidad el precepto establecido en el Artículo 39 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que a la letra dice:

Artículo 39. La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno.

Nosotros, como sus máximos representantes estamos obligados a velar el fiel cumplimiento del mismo y desde esta máxima representación, desarrollar y facilitarle al ciudadano las herramientas que le permitan hacerlo cuando así lo consideren necesario.

Cabe señalar, que a pesar de las desventajas que presentan, en todos los aspectos para los partidos políticos, las candidaturas independientes, en días pasados en el vecino estado de Nuevo León, se dió un fenómeno que sin lugar a dudas fortalecerá la democracia en el país, pues el hecho de que haya ganado la gubernatura un candidato independiente, es una expresión muy válida de la ciudadanía.

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas 2012 (ENCUP), 8 de cada 10 mexicanos se les hace complicada la política; en esta misma proporción les interesa poco o nada la política, lo que se confirma con el índice de conocimiento político que apenas alcanza un 28 sobre 100.

En México, es triste que se llame a votar u anular el voto, en un país en el que el abstencionismo ha ido en aumento en los últimos años, en donde el que gobierna, gobierna con el mandato del un porcentaje muy bajo del electorado en algunos casos.

Por estas razones, los que este documento suscribimos, planteamos la urgente necesidad de empoderar al pueblo, de darle las herramientas para que se puedan hacer valer sus derechos.

El Partido Primero Coahuila, el Partido Nueva Alianza y el Partido Unidad Democrática de Coahuila, nos pronunciamos a favor de la revocación de mandato, de la segunda vuelta electoral, de la obligación ciudadana de sufragar, so pena de ser sancionado administrativamente, de darle valor al voto nulo y de desaparecer el fuero en de los distintos representantes de los Poderes y ordenes de gobierno.

En esta ocasión nos referiremos específicamente al voto nulo, al que no le damos la calidad de valido, por la sola razón de no saber con exactitud que es lo que quiso expresar el ciudadano al sufragar, razón que desconocemos por no existir un espacio que precise que se desea anular el voto.

Al no estar contemplada esta opción, ni en la boleta ni en el Código o Ley Electoral, minimizamos, en el menor de los casos, la voluntad del elector.

Nosotros, como representantes de la ciudadanía tenemos que velar porque esta voluntad sea respetada y reflejada en cada una de las acciones y procedimientos en que se encuentra involucrado el voto ciudadano.

Es claro que hoy el ciudadano exige se le de valor al voto nulo, se les de una opción que repercuta directamente en la conformación del Poder Legislativo y Los Ayuntamientos, así como en el presupuesto de los partidos.

La ley actual, limita, con toda razón, el poder hacer una clasificación de los votos nulos, por la sencilla razón de que la anulación no se limita a las opciones de marcar dos o más casillas con una cruz, sino que obedecen al ingenio popular.

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa que tiene por objeto reformar los artículos 18 y 45 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de otorgar valor al llamado voto nulo en los procesos electorales.

Quienes aquí dictaminamos consideramos improcedente la reforma propuesta toda vez que anulado el voto de manera intencional o emitir el voto en blanco es una manera de expresión ciudadana que indica el descontento con el sistema de partidos políticos, sin dejar de participar, en nuestro país este tipo de votos ha estado presente en todos los procesos electorales, sin embargo efectivamente su identificación ha sido difícil, ya que con estos votos se mezclan los sufragios donde por error del votante, los funcionarios de casillas no pueden identificar la voluntad del elector.

En este sentido es importante precisar que existen dos tipos de votos nulos, el intencional, en donde el ciudadano cumple con su obligación de votar pero expresa su descontento al no elegir a ninguno de los partidos políticos y el de por error en donde el votante no cumple claramente con los parámetros que demuestren por quien quería votar.

La existencia de este tipo de votos se justifica debido a la necesidad de garantizar el ejercicio de la libre expresión de los ciudadanos, así pues el voto nulo intencional y su especie el voto en blanco, tienen su razón de existir en el respeto al derecho al sufragio y en la libertad de expresión de los electores.

Así las cosas desde el punto de vista conceptual un voto nulo es aquel que no reúne los requisitos legales para ser válido, estos requisitos son de forma ya sea de carácter simplemente material como son la falsificación de boletas, la mutilación de estas o su ausencia en el supuesto del voto, o pueden ser de orden subjetivo cuando es imposible determinar la intervención del elector porque su voluntad o su consentimiento tengan algún vicio.

Por lo anterior es de considerarse como se ha señalado que el voto nulo es una forma de expresión de la ciudadanía que indica el descontento con el sistema de los partidos políticos, por lo que resulta improcedente el otorgarle valor en el cómputo para beneficiar precisamente a los partidos políticos 

Por las consideraciones que anteceden, quienes aquí dictaminamos consideramos improcedente la reforma al Código Electoral, y por ello consideramos procedente emitir el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO. Se considera no procedente aprobar la Iniciativacon proyecto de Decreto por el que se reforma el primer párrafo del inciso a, fracción primera del Artículo 18, así mismo se modifique lo establecido en el numeral IV, inciso a) fracción 1 del Artículo 45 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello,  Dip. Sergio Garza Castillo, Dip. Leonel Contreras Pámanes, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Verónica Martínez García, Dip. Javier Díaz González, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren, Dip. Antonio Nerio Maltos, Dip. Martha Hortensia Garay Cadena.En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en materia de regulación y organización interna del Congreso del Estado de Coahuila, con relación a la Iniciativa presentada por el Diputado Luis Gurza Jaidar del grupo  parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”.
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada dentro del Segundo Periodo Ordinario del Congreso del Estado, se acordó turnar a esta Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, por parte de la mesa directiva del Congreso del Estado, la Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma el artículo 129 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la Oficialía Mayor de este H. Congreso del Estado turnó a la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, elProyecto de Decreto a que se ha hecho referencia, para los efectos procedentes.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisiónde Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos  82, 89y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- La reforma propuesta fue analizada y consensuada por las y los integrantes de esta Comisión, llegando a la conclusión que lo que se busca  con esta reforma es establecer como plazo máximo para la aprobación de las leyes de ingresos y tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, quedando como tal el  quince de diciembre, posibilitando así que dichas iniciativas sean publicadas a la brevedad posible, lo que vendría a ayudar de manera puntual a los municipios ya que contaran con tiempo suficiente para la implementación de las actualizaciones y cambios a sus cobros.

Por otro lado esta reforma permitiría a la Comisión de Hacienda sobre la cual recae la responsabilidad de dictaminar dichas leyes contar con el tiempo de análisis necesario para su mejor comprensión y discusión, evitando con esto una mala interpretación basada en los tiempos tan acotados.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comisiónde Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, estiman pertinente emitir y poner a consideración del H. Pleno del Congreso, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO 129.- ...  

...

...

…

El plazo a que se refiere este artículo, no será aplicable para las leyes de ingresos de los Municipios y tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, debiéndose dictaminar oportunamente para que se someta a consideración y votación del Pleno del Congreso del Estado, a más tardar el quince de diciembre del año anterior al nuevo ejercicio fiscal.

…

…

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- Las presentes reformas entrarán en vigor a partir de la expedición del presente Decreto.
ARTÌCULO SEGUNDO.- Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 21 de Octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Castaños, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita una reforma a la Ley de Ingresos del Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza para el ejercicio fiscal 2015, la cual se autorizo con Decreto 702 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 26 de diciembre de 2014.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 30 de septiembre de 2015, se recibió una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Castaños, mediante el cual solicita una reforma a la Ley de Ingresos del Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza para el ejercicio fiscal 2015, la cual se autorizo con Decreto 702 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 26 de diciembre de 2014.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Hacienda, para su estudio y, en su caso, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto en el Artículo 158-U, fracción I, inciso 9, de la Constitución Política del Estado y en el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamiento están facultados para dictar, con el acuerdo de las dos terceras partes de sus miembros, las resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal.

SEGUNDO. Que mediante Decreto número 702 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 26 de diciembre de 2014, este H. Congreso del Estado en el cual se autorizó la Ley de Ingresos del Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza, para el ejercicio fiscal 2015.

TERCERO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Castaños, según consta en el acta de Cabildo de fecha 28 de agosto de 2015, aprobó por unanimidad reformar el artículo 55 de la Ley de Ingresos del Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza. 

CUARTO.  Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de Castaños, envía esta reforma a su Ley de Ingresos Municipal para el ejercicio fiscal 2015, para solicitar que se autorice a contratar un monto de endeudamiento para el ejercicio fiscal 2015, por la cantidad de $22,700,000.00 (Veintidós millones setecientos mil pesos 00/100 M.N.), mas intereses y accesorios correspondientes.

De igual manera solicitan el refinanciamiento de los créditos que se tienen con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), contratados conforme a lo autorizado en Decreto número 118 publicado en Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 23 de octubre de 2009 y Decreto número 323 publicado con fecha 8 de octubre de 2010 y cuyo saldo en conjunto a la fecha del 25 de Septiembre de 2015 es de 8,143,578.26 (Ocho millones ciento cuarenta y tres mil quinientos setenta y ocho pesos 26/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros, de lo cual se obtendrá un saldo de $14,556,421.74 (Catorce millones quinientos cincuenta y seis mil cuatrocientos veintiún pesos 74/100 M.N.), con objeto de realizar diversas inversiones públicas productivas contempladas en el Programa de Inversión Municipal.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Castaños, ha cubierto los requisitos, esta Comisión de Hacienda, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.  Se reforma el Artículo 55 del Capítulo Cuarto de los Ingresos Extraordinarios de la Ley de Ingresos del Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza para el ejercicio fiscal 2015, la cual se autorizo con Decreto 702 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 26 de diciembre de 2014, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 55.- …

Conforme a lo dispuesto en los artículos 12, fracción I, y 23 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se establece un monto de endeudamiento para el ejercicio fiscal del año 2015, por la cantidad de $22,700,000.00 (Veintidós millones setecientos mil pesos 00/100 M.N.), mas intereses y accesorios correspondientes, de los cuales deberán destinarse a reestructurar a un plazo de 120 meses $8,143,578.26 (Ocho millones ciento cuarenta y tres mil quinientos setenta y ocho pesos 26/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros, y el saldo de $14,556,421.74 (Catorce millones quinientos cincuenta y seis mil cuatrocientos veintiún pesos 74/100 M.N.), se destinará a diversas inversiones públicas productivas contempladas en el Programa de Inversión Municipal. Esto no implica la autorización del endeudamiento, para ello deberán dar cumplimiento al artículo 24 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza. “Artículo 24.- La autorización de montos y conceptos de endeudamiento en las partidas correspondientes de la Ley de Ingresos del Estado y en las Leyes de Ingresos de los Municipios, no autoriza por sí misma al Poder Ejecutivo del Estado, a los ayuntamientos, ni a las entidades de la administración pública paraestatal o paramunicipal, para la contratación de los créditos o empréstitos cuyos montos y conceptos se encuentren amparados bajo tales partidas, sino que, para que éstos puedan obtener dichos financiamientos deberán presentar y gestionar ante el Congreso, las solicitudes de autorización de endeudamiento correspondientes de acuerdo con lo previsto en el Capítulo Cuarto de esta Ley.
Para la contratación de créditos o empréstitos al amparo del monto de endeudamiento establecidos en el párrafo anterior, además de que no se contará con el aval o garantía del Estado, deberá observarse lo dispuesto en los artículos 4, primer párrafo, 5, 12, fracción I, 24, primer párrafo, 25, 28, 30, 35, 36, 40, 42 y 92 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

TRANSITORIOS
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de octubre de 2015.
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